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SECCIÓN 1

INVERSIÓN EN NUESTRA GENTE PARA UN DESARROLLO SIN EXCLUIDOS

Con el gobierno de Fuerza Social el Estado y la economía se pondrán al servicio de las personas, empezando por las más pobres y vulnerables, a fin de construir una sociedad solidaria y sin excluidos. El objetivo principal del Plan de Gobierno es reducir la pobreza, en especial la pobreza extrema, promoviendo activamente la inclusión y la equidad, asegurando la igualdad de oportunidades para todas y todas los peruanos. 

Somos conscientes de que el mercado por sí solo no genera las condiciones básicas para que la mayoría de peruanos reciba servicios públicos de calidad, pueda desarrollar su potencial y realizarse plenamente, por lo que requerimos de un Estado al servicio de las personas, con recursos y capacidades suficientes.  No existe contradicción alguna entre un Estado fuerte y eficiente por un lado, y un sector privado vigoroso y competitivo, por el otro. Por el contrario, Fuerza Social afirma que la modernización y fortalecimiento del Estado son una condición esencial para el florecimiento de las empresas y el dinamismo de los mercados, con una sociedad civil activa y vigilante, orientando el esfuerzo de todos los actores hacia el desarrollo económico y social del país.

Por ello la propuesta central de Fuerza Social es la puesta en marcha de una ambiciosa política de inversión en las personas, que fortalezca el capital social y las capacidades individuales de todos y todas, empezando con los más vulnerables, especialmente los niños, ancianos, enfermos y discapacitados, pero también las personas que integran los diversos grupos indígenas de nuestro país.  En este orden de ideas la provisión de servicios básicos de calidad  (en educación, salud, justicia, seguridad ciudadana y protección social) no es solamente un gasto legítimo por consideraciones de equidad, es también una inversión prioritaria por su alto impacto en el crecimiento económico.  

Para Fuerza Social estos servicios son fundamentales en la construcción de los pilares de la competitividad, entendida en su dimensión sistémica. Así, los peruanos y peruanas que cuenten con servicios básicos de calidad serán más productivos e invertirán más de sus propios recursos en el desarrollo de sus propias capacidades y en las de sus hijos; se integrarán mejor a la economía de mercado y a la plena ciudadanía en una sociedad democrática.   

Nuestro norte es entonces un país que propicie el desarrollo humano y asegure las condiciones para un crecimiento económico inclusivo y sostenido, que permita la reducción efectiva de la pobreza y genere oportunidades para que cada uno de los peruanos y peruanas alcance un nivel de vida digno, y pueda realizar plena y libremente sus aspiraciones personales. 

1.1 MANEJO RESPONSABLE DE LA MACROECONOMÍA 

La estabilidad macroeconómica es una condición necesaria para lograr un crecimiento económico sostenido y la consiguiente mejora de las condiciones de vida de la población. La estabilidad macroeconómica consiste en mantener baja la inflación y en mantener alta la tasa de crecimiento de la actividad económica y del empleo, a pesar de los choques externos adversos recurrentes (salida de capitales y caída de las exportaciones) a los que está expuesta la economía peruana. Esos son los objetivos principales de las políticas monetarias y fiscales. Conservar la estabilidad macroeconómica será una política permanente e irrenunciable del gobierno de Fuerza Social. 

Para asegurar un manejo macroeconómico responsable, Fuerza Social tiene tres compromisos centrales: 

Mantendremos un crecimiento estable del PBI por encima del 6% y un nivel de precios estable, acorde con la meta de inflación entre 1% y 3% anual del Banco Central. Como la experiencia ha demostrado, para neutralizar el impacto de los choques externos adversos y conservar la estabilidad macroeconómica, es esencial acumular suficientes reservas de divisas en el Banco Central cuando el contexto externo es favorable, para poder usarlas cuando el contexto externo se torne desfavorable. La experiencia también ha demostrado la eficacia de la política de tasas de interés que sigue desde 2002 la autoridad monetaria, elevando el costo del crédito cuando la inflación sube y reduciéndolo cuando se genera una recesión. 

a) Recuperaremos el rol contra cíclico que debe jugar la política fiscal, de tal manera que se reduzca el impacto de los choques externos adversos. De esta manera, el objetivo será mantener un equilibrio fiscal a lo largo del ciclo económico. Esto significa que en coyunturas internacionales favorables y de incremento de la inversión y de la demanda interna local, se pueda aplicar una política fiscal menos expansiva que genere superávit presupuestal la cual se irá relajando de manera paulatina y sincronizada con el ciclo económico. De esta manera, al enfrentar un contexto internacional desfavorable o una contracción de la demanda interna, será posible utilizar una política fiscal expansiva que promueva la actividad económica y reduzca la volatilidad del crecimiento del PBI. 

b) Aseguraremos un manejo fiscal que permita la inversión social constante en las áreas prioritarias para el país y el desarrollo humano. El gobierno de Fuerza Social procurará aumentar el gasto en inversión como un complemento del capital privado, al mismo tiempo que se fijará un techo de gasto corriente administrativo, para dar prioridad a la inversión social a cargo del Estado, en particular en la formación de capital humano desde la infancia.

c) Haremos un manejo ordenado y disciplinado de la política fiscal, que incentive la inversión y propicie la redistribución y la equidad. La transparencia y auditoría independiente de los resultados financieros de cada una de las entidades estatales, serán herramientas imprescindibles. Se establecerán nuevas obligaciones de suministro de información y se establecerán objetivos presupuestales públicos para el equipo gerencial de cada una de las entidades estatales.

1.2 NUTRICIÓN, SALUD Y EDUCACIÓN DE CALIDAD PARA TODOS

El Perú tiene la oportunidad, en los próximos cinco años, de romper los mecanismos de transmisión intergeneracional de la pobreza. Fuerza Social convoca a todas las organizaciones políticas, a las empresas y a la sociedad civil en su conjunto, a sumar esfuerzos para salvar a las nuevas generaciones de peruanos, garantizando que todos, pero en especial los niños y niñas del país, tengan la posibilidad acceder a servicios básicos de calidad que les permitan estar y crecer sanos, bien nutridos y bien educados, de manera que puedan desarrollar plenamente su potencial humano. Entendemos el desarrollo como la expansión de las libertades de todas las personas, que se expresa en su capacidad de realizarse y vivir una vida plena, en tanto sujetos de derechos y obligaciones. 

En este orden de ideas el Estado tiene como rol fundamental el proveer las condiciones mínimas para lograr el desarrollo con equidad, sustentabilidad económica y sostenibilidad ecológica. Fuerza Social se compromete de forma prioritaria con el destino de las actuales generaciones de niños y niñas que hoy se encuentran en situación de riesgo y vulnerabilidad. 

Para lograr este objetivo, Fuerza Social se compromete prioritariamente a impulsar la reforma y ampliación de los servicios de nutrición, salud y educación públicas, con criterios de equidad, calidad y eficiencia administrativa. Vemos esto como la llave que abrirá las puertas a los peruanos y peruanas para acceder al empleo, superar la condición de pobreza, tener posibilidades de participación en la cuestión pública, establecer la identidad individual y nacional, superar situaciones de riesgo y violencia, y construir una perspectiva de futuro.

La salud y educación públicas son responsabilidades centrales del Estado,  compartidas por la sociedad en su conjunto. Una salud y educación de calidad son condiciones necesarias para la superación de la pobreza, la reducción de las brechas sociales y la integración al mundo globalizado. A pesar de los importantes avances logrados en la última década, particularmente en términos de cobertura y oferta de servicios, los actuales indicadores nacionales de salud y educación siguen siendo lamentables y entre los peores de América Latina. En este sentido, Fuerza Social se propone impulsar de manera decidida las reformas en los sectores salud y educación, rescatando y valorando los avances y progresos alcanzados, atacando sin cálculos ni titubeos los principales obstáculos a las mejoras en los servicios, elevando los estándares de calidad e involucrando de manera activa a la población, la sociedad civil organizada, el sector privado y los gobiernos regionales y locales.

1.2.1 Salud y nutrición

La salud pública debe ser entendida no solamente como la atención curativa y preventiva, sino como parte de una cultura sanitaria que implica tanto compartir  conocimientos, como cooperar en el cuidado de los aspectos esenciales de higiene, salubridad y nutrición y la mejor gestión de los servicios públicos de salud. En esta tarea central reconocemos el valor y aporte de los conocimientos y acciones de nuestros pueblos originarios, de los gobiernos locales y representantes comunitarios.  De igual forma, valoramos la participación social en salud, que ha permitido que promotores de salud comunitarios, organizaciones sociales construidas para la implementación de estrategias de sobrevivencia y otras  de impulso al desarrollo local, estén aportando sustantivamente a mejorar y promover esta cultura sanitaria.  Asimismo, comprendemos el importante rol de los trabajadores de salud que sirven a los ciudadanos y a la necesidad de reconocer este esfuerzo en el impulso a una carrera pública en salud meritocrática e interdisciplinaria.  

Existe una situación de alta heterogeneidad en los perfiles epidemiológicos de la población y por tanto los paquetes básicos de atención estandarizados no se ajustan a las necesidades de los y las ciudadanas, lo cual eleva innecesariamente el gasto en salud de las familias, y con frecuencia no alcanza para solucionar problemas complejos.  Nos comprometemos a desarrollar un modelo de atención integral de la salud, que además de identificar enfermedades, brinde apoyo, protección, seguimiento e información adecuada a las personas, familias y comunidades.  Para ello es indispensable converger  en esfuerzos conjuntos y de concertación intra institucional e intersectorial. 

Los principales retos que Fuerza Social asume en el sector salud son los siguientes:

a. Reduciremos la tasa de desnutrición aguda 5 puntos porcentuales por año hasta llegar a su total erradicación, y eliminaremos la desnutrición crónica en los niños y niñas menores de 5 años de edad, con la activa  participación de los padres y la comunidad en la vigilancia y monitoreo de su estado nutricional.

b. Incrementaremos significativa y ordenadamente el presupuesto público de salud en los próximos cinco años, bajo un modelo de presupuesto por resultados y sobre la base de reformas que eleven la eficiencia y eficacia de los sistemas públicos de salud.

c. Daremos prioridad a la atención integral de la salud infantil y la prevención de enfermedades prevalentes de la infancia, con particular énfasis en las niñas y niños menores de 2 años.

d. Disminuiremos la incidencia y prevalencia de enfermedades infectocontagiosas y metaxénicas, con énfasis en TBC, tifoidea, malaria, SIDA, leishmaniasis, dengue y hepatitis B.

e. Implementaremos el control obligatorio de crecimiento y desarrollo e inmunizaciones desde el nacimiento hasta la pubertad y adolescencia temprana.

f. Fortaleceremos la salud sexual y reproductiva de hombres y mujeres de todas las edades, pero en especial de adolescentes y jóvenes.

g. Promoveremos la participación efectiva de la ciudadanía y el control social, tanto en la identificación de políticas prioritarias de salud pública como en la provisión de los servicios de salud.

h. Implementaremos efectivamente el aseguramiento público universal ajustado a las necesidades de las y los ciudadanos, y subsidios directos con incentivos precisos para la integración social y el desarrollo saludable. Implantaremos el seguro de salud obligatorio de aplicación progresiva que ofrezca diversos planes de salud de bajo costo y proteja a las familias de situaciones catastróficas. Con ello garantizaremos el acceso de todas las personas en situación de pobreza a un plan básico de salud. 

i. Mejoraremos la cobertura y calidad de atención para las poblaciones indígenas, afrodescendientes y alto-andinas. Combatiremos decididamente la discriminación y el racismo en los puestos y centros de salud, para asegurar una atención respetuosa y digna para todos nuestros ciudadanos y ciudadanas, en su idioma materno y tomando en cuenta y siendo respetuosos de los saberes, creencias y costumbres de nuestros pueblos. 

1.2.2 Educación

La educación pública constituye el principal medio por el cual las peruanas y peruanos pueden dotarse de los instrumentos de aprovechamiento de oportunidades y es por lo tanto el principal medio de desarrollo. Entendemos la necesidad de una mejora de las condiciones de la educación pública, y proponemos una gestión racionalizada, crítica, dinámica, eficiente y efectiva de los programas y actividades de alfabetización, educación inicial, primaria, secundaria y superior. 


Fuerza Social hace suyo el Proyecto Educativo Nacional y se compromete a recuperar el tiempo perdido en su implementación a través de las siguiente propuestas de Fuerza Social en el campo de la educación son:

a. Incrementaremos sistemática y ordenadamente el presupuesto público del sector educación bajo un esquema de gestión por resultados. El presupuesto educativo ha crecido significativamente en la última década, pero lo ha hecho de manera desordenada y sin un vínculo con la calidad educativa. A pesar de los incrementos presupuestales, el financiamiento educativo sigue siendo muy bajo y desigual. Por eso, Fuerza Social se compromete a: 

i. Identificaremos los costos reales de la provisión de los servicios, las inequidades existentes en el sistema y las ineficiencias en la asignación de recursos. 

ii. Mejoraremos la calidad del gasto para que cada sol invertido se traduzca en mejores aprendizajes para nuestros estudiantes. 

iii. Incrementaremos el gasto educativo de manera ordenada, sustentada en un costeo real bajo el modelo de presupuesto por resultados, para que las escuelas y universidades cuenten con los recursos que necesitan para ofrecer una educación de calidad y pertinente al contexto de sus estudiantes. 

iv. Implementaremos un sistema descentralizado de financiamiento de la educación pública basado en la demanda, de acuerdo a número de alumnos, currículum alternativo, necesidades especiales, y ubicación y tamaño.

v. Asignaremos una parte de los recursos directamente a las escuelas para atender más eficiente y oportunamente sus necesidades operativas, mejorar su infraestructura y equipamiento según sus necesidades reales (talleres, bibliotecas, aulas telemáticas, granjas, huertos) y promover la innovación educativa.

b. Fortaleceremos la gestión descentralizada de la educación, de manera que los Gobiernos Regionales puedan tomar decisiones oportunas y eficaces para mejorar la calidad de los servicios educativos, tomando en cuenta la gran diversidad cultural, lingüística, socioeconómica y geográfica. En la actualidad, si bien los Gobiernos Regionales tienen a su cargo la educación básica y superior no universitaria, los recursos que manejan –al ser principalmente salariales– no les dejan margen para tomar decisiones cruciales. Fuerza Social se compromete, por eso a lo siguiente: 

i. Modernizaremos y moralizaremos la gestión educativa en todos sus niveles, desde la escuela hasta el Ministerio de Educación.

ii. Relanzaremos un nuevo Ministerio de Educación que fije estándares de calidad y equidad y asegure la distribución de recursos hacia territorios en desventaja.

iii. Estableceremos un modelo de gestión educativa por resultados, mediante el cual se incentive la administración eficiente de los recursos y el logro de resultados, y se vigile y sancione el incumplimiento de las responsabilidades y funciones. Esto asegurará la transparencia y la permanente rendición de cuentas a la sociedad. 

iv. Trabajaremos de manera coordinada con todos los Gobiernos Regionales para fortalecer sus instancias de gestión educativa con una adecuada asignación de personal, seleccionado y remunerado competitivamente, y evaluado permanentemente para su permanencia y promoción dentro de una línea de carrera administrativa.

v. Evaluaremos periódicamente los aprendizajes de los estudiantes en diferentes grados y niveles educativos e informaremos oportunamente a cada padre y madre de familia sobre los resultados de sus hijos. Este es nuestro compromiso para rendir cuentas a la sociedad sobre los resultados alcanzados.

b) Erradicaremos el analfabetismo y mejoraremos los logros de aprendizaje de los estudiantes, con especial atención a los más pobres y vulnerables. Todavía uno de cada diez peruanos no sabe leer ni escribir, y los niveles de aprendizaje de nuestros estudiantes siguen estando muy por debajo de los alcanzados en otros países de América Latina. Nuestra educación es, además, una de las más desiguales del mundo. Nuestro compromiso es el de mejorar la calidad educativa y evaluarla concretamente a través de los logros de nuestros estudiantes: aprendizajes pertinentes y de calidad que les permitan acceder a mejores oportunidades laborales, contribuir constructivamente al desarrollo de su comunidad y su país, e integrar creativamente los saberes de sus pueblos con los que ofrecen el Perú y el mundo entero. 

i. Priorizaremos los programas educativos focalizados en zonas rurales y en educación bilingüe-intercultural, promoviendo la gestión escolar a través de redes educativas y la diversificación de programas alternativos de educación rural (alternancia, internados, movilidad escolar, polidocencia entre escuelas contiguas).

ii. Universalizaremos el acceso a la educación inicial formal para niños entre 3 y 5 años, manteniendo estándares de calidad.
iii. Universalizaremos el acceso a la educación secundaria de calidad, bajo distintas modalidades que se adecúen a las diferentes realidades del país. 

iv. Aseguraremos una educación inclusiva y acogedora que brinde las condiciones adecuadas de desarrollo y aprendizaje para las personas con discapacidad, con participación eficaz a las autoridades, los padres de familia, los maestros y la sociedad en general. 

v. Generalizaremos el uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación (TICs) en las instituciones educativas para mejorar los procesos de enseñanza-aprendizaje y construcción colectiva del conocimiento.

vi. Iniciaremos el proceso de acreditación de la calidad de las escuelas, con participación de los padres de familia.

vii. Erradicaremos el analfabetismo,  en especial en zonas rurales y entre las mujeres.

c) Profesionalizaremos la calidad de la docencia en el marco de la Carrera Pública Magisterial, con incentivos adecuados para la mejora del desempeño y de la calidad educativa. El compromiso docente es el sustento de la transformación educativa del país. El maestro es el que ejerce la gestión pedagógica en el aula, el que motiva los aprendizajes de los niños, el que promueve los valores y las actitudes; es quien se vincula con los padres para que colaboren con él. El maestro normalmente sabe qué demandan y necesitan sus alumnos. En su labor cotidiana debe flexibilizar el currículo, elaborar materiales, selecciona la metodología más apropiada, diseña estrategias y crea las condiciones necesarias para el aprendizaje de los niños. Este actor clave debe estar plenamente involucrado en los cambios educativos;  por lo tanto,  se crearán  mecanismos de apoyo para su carrera profesional y estímulos para elevar su compromiso. Sin embargo, los docentes peruanos actualmente reciben una formación de muy variada calidad, no reciben suficiente apoyo pedagógico en el ejercicio de su labor, y sólo un porcentaje reducido ha ingresado a la Carrera Pública Magisterial, que es la única manera que el país tiene para incentivar y reconocer el mejor desempeño docente. Por eso:

i. Incorporaremos a por los menos dos tercios de los maestros en actividad a la Carrera Pública Magisterial (CPM), reconociendo –mediante los debidos ajustes a la Ley– como parte de la jornada laboral no sólo las horas pedagógicas sino también las horas de trabajo preparativo, organizativo y de asesoría a estudiantes y padres de familia.

ii. Ejecutaremos una política drástica de evaluación y desarrollo profesional docente que, en el marco de la CPM, identifique y premie el buen desempeño, ofrezca oportunidades de formación continua, y dé de baja a los maestros que persisten en el bajo rendimiento, a fin de elevar la calidad de la educación pública. Articularemos las evaluaciones con los planes de desarrollo profesional del docente en actividad, en alianza con las mejores instituciones de formación del medio. Vincularemos eficiente y eficazmente los procesos de capacitación técnico pedagógica, atención psicopedagógica y acompañamiento en aula, con los resultados de aprendizaje de los estudiantes.

iii. Aseguraremos la calidad de la formación docente mediante la acreditación de los Institutos Superiores Pedagógicos y las Facultades de Educación, y el fortalecimiento de la formación continua para docentes. Pondremos especial énfasis en la formación en la especialidad de educación intercultural bilingüe (EIB), brindando apoyo técnico-pedagógico y financiero a los ISP que ofrecen esta especialidad para que mejoren la calidad de sus programas, y para que ofrezcan una formación complementaria a sus postulantes hasta que alcancen la valla de ingreso aplicada nacionalmente. 

iv. Estableceremos estímulos efectivos a la labor de los maestros en zonas rurales y alejadas, asegurando condiciones de trabajo adecuadas, dignas y seguras.

v. Promoveremos la democratización de los sindicatos de profesores mediante la elección universal y secreta de dirigentes y la rotación de cargo.

d) Mejoraremos la calidad y la eficiencia de la educación superior, haciéndola accesible a jóvenes de todos los estratos sociales y articulándola con el desarrollo nacional. La educación superior técnica y universitaria requiere de una reforma integral para asumirse como sistema, ser parte de un continuo educativo y constituirse en factor de desarrollo del país. La educación superior debe alcanzar a los jóvenes más calificados del país sin exclusión, constituyéndose en una nueva generación de profesionales y técnicos especializadas por su alta competitividad y comprometidos con el bien común, el desarrollo regional y el cuidado de la naturaleza. Para eso:

i. Incrementaremos la disponibilidad de créditos educativos bajo un marco coherente para la asistencia financiera a los estudiantes de escasos recursos. 

ii. Estableceremos mecanismos de financiamiento ligados al desempeño para atacar la baja eficiencia en las universidades y fortalecer la rendición de cuentas en materia del uso de recursos públicos. 

iii. Fortaleceremos el Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad Educativa (Sineace), y avanzaremos decididamente en la acreditación de las universidades y los institutos de educación superior, para garantizar así estándares de calidad. 

iv. Crearemos un fondo de inversión pública para la mejora de la calidad y el rediseño de los planes de estudios. Las mismas instituciones de educación superior podrán desarrollar los proyectos en respuesta a unas prioridades formuladas por el gobierno.

v. Estableceremos un sistema eficiente de información permanente sobre demandas y tendencias del mercado laboral para garantizar una oferta de conocimientos adecuados para la economía peruana.

El gobierno debe ocuparse del desarrollo humano desde una perspectiva integral, en la que tanto la provisión de servicios universales como las estrategias focalizadas de intervención a favor de los grupos en situación de mayor vulnerabilidad se articulen en una acción concertada de inversión social, promovida desde un Estado eficiente, descentralizado y dotado de recursos, aprovechando al mismo tiempo los potenciales e iniciativas locales, sociales y privadas.

1.3 LUCHA CONTRA LA POBREZA Y LA DESIGUALDAD

Reduciremos drástica y sosteniblemente la pobreza y la desigualdad a través de políticas integrales de crecimiento económico con protección social integral dirigidas a los grupos más vulnerables, que permitan el desarrollo de sus capacidades humanas y oportunidades efectivas de desarrollo. No es aceptable que con un alto crecimiento del PBI como el registrado de la última década, seis de cada 10 peruanos en las áreas rurales aún sean pobres, y que la pobreza afecte más a quienes viven en la selva y en la sierra sur del país. Tampoco es aceptable que, en lugar de disminuir, haya aumentado la vulnerabilidad y el riesgo de caer en la pobreza, por  enfermedad o por sufrir  robos menores o, en el contexto del cambio climático, por ser víctimas de desastres naturales. No hemos sabido prevenir y construir una red solidaria de protección social para los más vulnerables de nuestra sociedad, que nos haga sentir a todos integrantes de la misma sociedad, con derecho a gozar de una buena salud, sentirnos seguros y vivir una vida plena.

La superación de la pobreza y la desigualdad es un reto fundamental para Fuerza Social, que implica políticas integrales y diferenciadas según grupo social y espacio territorial, que promuevan el desarrollo humano con equidad y superen los factores estructurales y circunstanciales determinantes de la pobreza. Los peruanos y peruanas que viven en pobreza no son iguales, y sus problemas y carencias son multidimensionales y, en muchos casos, se reproducen y transmiten de generación en generación, porque la sociedad no les brinda la oportunidad de romper estos mecanismos de transmisión. Por ello, es necesario combinar políticas sociales universales (salud, educación, justicia, seguridad ciudadana), con políticas específicas de carácter sectorial, focalizadas y orientadas a los sectores excluidos más vulnerables, que requieren atención preferente de la sociedad.

Un elemento fundamental para la superación de la pobreza y la desigualdad en el periodo 2011- 2016 es el impulso y fortalecimiento de la gestión y del presupuesto por resultados en el Presupuesto Público. Fuerza Social priorizará la gestión articulada, tanto a nivel sectorial como intersectorial e intergubernamental, de los programas presupuestales estratégicos existentes y creará los nuevos programas que sean necesarios para asegurar la protección social integral, dirigida explícitamente a reducir los riesgos naturales y económicos que experimentan los grupos más vulnerables de nuestra sociedad. Estos grupos están constituidos principalmente por los niños menores de cinco años de edad, las mujeres  embarazadas y en post-parto, las personas con discapacidad, los damnificados por emergencias naturales y sociales, los adultos mayores y las familias en situación de extrema pobreza.

Los compromisos que Fuerza Social asume en la lucha contra la pobreza son los siguientes:

a. Reduciremos la pobreza monetaria al 10% en el 2016 y a no menos del 30% en las áreas rurales; esto es, a menos de la mitad de la pobreza actual. Además de la reducción de la desigualdad urbano-rural, reduciremos la desigualdad en el ingreso entre hombres y mujeres y las diferentes formas de desigualdad que limitan el desarrollo de las personas y los diferentes grupos poblacionales.

b. Asumiremos como política pública e implementaremos el Programa Sierra Productiva, así como programas de mejora del acceso a empleo y activos productivos para familias en situación de extrema pobreza, priorizado los distritos de mayor pobreza y bajo administración de gobiernos locales y gestión por resultados.

c. Asignaremos equitativa y descentralizadamente los recursos para ejecución de los programas presupuestales estratégicos orientados a la protección de la infancia, ampliando la cobertura y la calidad de sus servicios: Programa Articulado Nutricional, Programa de Salud Materno y Neonatal, y Programa Acceso a la Identidad. Además, fortaleceremos y ampliaremos la cobertura del Programa Logros de Aprendizaje a toda la primaria y a secundaria (hoy sólo atiende hasta segundo grado).

d. Ampliaremos de manera inmediata la cobertura y la calidad de la atención integral a niños y niñas menores a 3 años, a través de  Wawa Wasis y programas no escolarizados que cuenten con profesionales especializados en estimulación temprana y alimentación, hasta llegar, en cinco años,  a atender a 500,000 niños de madres pobres que trabajan fuera de su hogar.

e. Fortaleceremos y ampliaremos el Programa JUNTOS  para las transferencias de dinero a familias en situación de extrema pobreza condicionadas a vacunación, asistencia a escuela y controles de salud y nutrición de sus hijos e hijas.

f. Mejoraremos la disponibilidad presupuestal, gestión, focalización y cobertura de los programas alimentarios a nivel nacional, priorizando aquellos dirigidos a la población infantil. En particular, fortaleceremos los programas de alimentación escolar (0-17 años) basados en la producción agropecuaria local, para combatir el déficit calórico de los estudiantes en zonas rurales y distritos pobres e incentivar la asistencia a la escuela.

g. Priorizaremos y dotaremos de recursos a los Programas Presupuestales Estratégicos en infraestructura rural: vías de acceso a los servicios públicos y oportunidades de mercado; provisión de agua segura y saneamiento; Provisión de energía y acceso a telecomunicaciones.

h. Implementaremos los siguientes nuevos programas presupuestales estratégicos: atención a los derechos sexuales y reproductivos de la mujer; protección contra la violencia familiar y sexual; atención integral de Personas con Discapacidad; atención integral de Personas Adultas Mayores y Gestión del Riesgo de Desastres.

1.4 VIGENCIA Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

El Estado constitucional de derecho, no se concibe hoy al margen de la vigencia de los derechos humanos. En efecto, si la persona humana es el fin supremo del Estado, queda claro que corresponde al Estado  garantizar condiciones de vida digna para todas ellas y, el logro de este objetivo, sólo resulta posible a través de la plena vigencia y debida protección de los derechos humanos.

En efecto, como lo consagró la declaración de la Conferencia Mundial de los Derechos Humanos en Viena, el año 1993, existe una íntima vinculación e interdependencia entre los conceptos de desarrollo, democracia y derechos humanos, toda vez que es la efectiva vigencia de tales derechos, la que conduce al desarrollo y, el instrumento político idóneo a tal efecto, es la democracia.  

Una segunda cuestión trascendental en la citada Conferencia, recogida en su Declaración, fue la concepción de los derechos humanos como indivisibles. Esta perspectiva de integralidad de los derechos humanos, ha superado por completo la visión clásica de los mismos, que establecía una total separación entre derechos civiles, políticos, económicos, sociales o culturales, a los que se sumaban otros más recientes, ordenados generacionalmente a lo largo de la historia, en función de la oportunidad de su consagración. Queda claro entonces que todos estos derechos guardan, en términos generales, la misma prioridad, y que la realización de unos depende también de la realización de los otros.

La Constitución, fuente de creación, delimitación orgánica y definición de competencias del aparato estatal, establece como función esencial del mismo la realización y protección de los derechos humanos que, incorporados a su texto, cobran la denominación de derechos fundamentales o constitucionales. En este orden de ideas, el mandato central e ineludible de todo gobierno, es el de garantizar la efectiva realización de tales derechos. 

Bajo estas premisas, asumimos el compromiso de desarrollar políticas públicas, en todos los ámbitos de la actuación del Estado, formuladas, ejecutadas y evaluadas, adoptando  un enfoque de derechos humanos, desde una perspectiva que responda a la integralidad de los mismos. De esta manera, nos encontramos en condiciones de garantizar que las políticas de Estado no incurrirán en contradicciones o inconsistencias propias de un aparato burocrático carente de ejes articuladores en su planificación y actuación de conjunto, sectorizado y permeable en cada caso a los intereses de distintos grupos de poder.

En consecuencia, promoveremos condiciones de vida digna para toda persona en el Perú, reconociendo y protegiendo sus derechos fundamentales. En este objetivo no habrá discriminación alguna por razón de raza, credo, condición económica, género, orientación sexual, discapacidad o cualquier otra diferencia. 

Fuerza Social considera que el respeto a la diversidad sexual contribuye al fortalecimiento de los valores de equidad, solidaridad, y tolerancia. Promoverá la inclusión de principios transversales de igualdad en todas las políticas públicas, y la imposición de sanciones a las prácticas de discriminación por orientación sexual. Asimismo, promoverá el reconocimiento de la identidad de las personas transexuales, con la adopción de procedimientos que contemplen y faciliten el cambio de nombre o de sexo en el documento nacional de identidad.
Enfoques transversales

En el marco anteriormente expuesto y, teniendo además presente la complejidad y particularidades de una realidad como la nuestra, nos proponemos el logro de los objetivos señalados adoptando al efecto criterios específicos de actuación, sustentados en cuestiones transversales a considerar en el diseño de las políticas públicas con enfoque de derechos. Ello principalmente, en tres rubros centrales:

a. Erradicación de la pobreza.

Entendida esta situación, no como producto de una circunstancia accidental en la vida de las personas que la sufren, sino como consecuencia de una ausencia o negación de derechos hacia aquellas, cuyo principal responsable es un Estado que se ha mostrado incapaz de adoptar las medidas necesarias para superar esta condición. En esta perspectiva, consideramos un compromiso ético fundamental superar todo tipo de exclusión y marginación de diversos sectores sociales, así como cerrar las brechas de inequidad que hoy agobian a la sociedad peruana.

b. Equidad de género.

En todos los ámbitos, la gestión estatal estará orientada a la promoción de igualdad de oportunidades para el desarrollo humano de hombres y mujeres. Se trata de desterrar las históricas desigualdades que, en esta materia, han afectado a nuestra sociedad y los derechos de la mujer a ejercer plenamente su ciudadanía. Nuestro gobierno se compromete así a erradicar toda forma de discriminación y violencia contra la mujer.

c. Respeto a la diversidad étnica y cultural

Más allá del reconocimiento constitucional a la pluralidad étnica y cultural que caracteriza nuestra sociedad, se trata de lograr un desarrollo efectivo de dicho reconocimiento, generando condiciones que garanticen el respeto a dicha pluralidad en todos los ámbitos, particularmente en lo que se refiere a las normas y procedimientos de .solución de conflictos, derivados de usos y costumbres propios de los pueblos amazónicos y andinos.  

Instrumentos de actuación

De otro lado, partimos de reconocer que, en la dirección propuesta, contamos ya con diversos instrumentos que deben orientar la actuación del Estado. Dichos instrumentos han permanecido en buena medida ajenos a las políticas implementadas por los sucesivos gobiernos, no obstante el compromiso adquirido ante el país y la opinión pública internacional por las diferentes fuerzas políticas, al momento de producirse la caída del régimen autoritario de Fujimori y el reestablecimiento de la institucionalidad democrática, hacia fines del año 2000.  

En ese sentido, es evidente que esta separación entre las políticas públicas y derechos humanos ha sido el resultado, no de la carencia de propuestas que conjugaran ambas dimensiones del quehacer estatal, sino de la falta de una decidida voluntad política para su adopción e implementación. Por ello, nos proponemos recuperar tales instrumentos como guía de nuestra acción gubernativa, destacando entre ellos a:

a. Los instrumentos internacionales (universales o regionales) de derechos humanos que el Perú ha suscrito, incorporándolos a su ordenamiento jurídico. De la misma manera, interesa también atender los criterios de interpretación de tales instrumentos, que emanan de instancias calificadas, como las que corresponden a los mecanismos no convencionales propios del sistema de Naciones Unidas, así como los criterios adoptados tanto en los informes como en la jurisprudencia de la Comisión y la Corte  Interamericana de derechos Humanos.

b. El informe y las recomendaciones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación.- CVR -   presentados al país en agosto del año 2003 y cuyos contenidos y alcances mantienen absoluta vigencia. Al respecto, dada la escasa implementación de sus recomendaciones, en términos sustantivos esta constituye una tarea aún pendiente. Interesa en este sentido recuperar a cabalidad los aspectos referidos a: i) evitar la impunidad de los crímenes cometidos a partir de la grave violación de derechos humanos, ii) el Plan Integral de Reparaciones y iii) las propuestas para llevar a cabo las reformas institucionales.

c. El Plan Nacional de Derechos Humanos, elaborado conjuntamente entre entidades gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil durante el gobierno del presidente Toledo, cuyos alcances han sido permanentemente postergados. Este instrumento deberá ser objeto de una revisión mediante mecanismos similares a los que dieron lugar a su elaboración, en ánimo de ajustarlo a las actuales circunstancias y actualizar su contenido en aspectos relacionados con los derechos sexuales y reproductivos, así como los que corresponde promover para el respeto a las diferentes opciones sexuales  que legítimamente puede ejercer toda persona, entre otros.  

1.5 SEGURIDAD CIUDADANA  COMO GARANTIA DEL DESARROLLO

La seguridad pública ha sido y es una agenda pendiente en las últimas administraciones. Se ha encargado casi toda la responsabilidad al accionar policial para dar  respuesta a las diferentes manifestaciones delictivas, el cual obviamente se circunscribe a medidas de carácter coercitivo. Las políticas erráticas que se han experimentado en temas de seguridad pública, han sido exclusivamente reactivas y repitiendo un esquema agotado y que no ofrece soluciones de fondo al problema. Este esquema descansa en el equivocado concepto de “mano dura”, que se expresa en represión indiscriminada, sobre penalización, supresión de beneficios, cárcel para todo infractor y poco o nada en política social,  esquema que si bien sintoniza con la ira popular y un fuerte sentimiento de desprotección, ha demostrado ser totalmente ineficaz para luchar contra la criminalidad.
Para enfrentar directamente en problema de la inseguridad ciudadana, ofrecemos cambiar radicalmente de enfoque sobre la base de tres ejes principales: 

En primer lugar la reforma de la Seguridad Pública, que promueva la sustitución de la respuesta exclusivamente punitiva – represiva  por otra respuesta integral, como resultado de políticas orientadas a consolidar una nueva forma de vivir frente a los riesgos que nos impone la sociedad moderna. Estas políticas deben comprender a las organizaciones públicas, privadas y a la ciudadanía en general.

En segundo lugar la reforma de la Policía Nacional, la cual debe seguir el curso de la reforma de la seguridad pública y no al revés, que parece ser el error de concepción. Las modificaciones que se vienen adelantando en la organización y funcionamiento del cuerpo policial, han estado motivadas por una posición endogámica. Así, son los propios policías quiénes se auto imponen las modificaciones, con el natural sesgo que implica el tratar de auto modelarse. La reforma policial, además de seguir el curso de la reforma de la seguridad pública, debe surgir de un debate nacional sobre el tipo de policía que requiere una sociedad democrática, a la luz del fracaso resultante de la lógica militar con la que actúa la actual policía, que relativiza su relación con la ciudadanía, perdiendo de vista la finalidad de toda institución policial, que no es otra que preservar la integridad de los ciudadanos,  sus bienes y el ejercicio de sus libertades y derechos.

El tercer eje está representado por la necesidad de inducir una cultura de certeza social, una nueva forma de vivir de la sociedad, basada en la solidaridad que cierre los espacios a los riesgos de la sociedad moderna.

El compromiso con estos propósitos nos permite ofrecer la mejor opción para garantizar la seguridad ciudadana, desterrar definitivamente el terrorismo, combatir el narcotráfico y el crimen organizado.  Para Fuerza Social es una prioridad política el enfrentar la delincuencia y la inseguridad ciudadana, garantizando el orden público, la paz social y las condiciones de seguridad para el óptimo desarrollo de las actividades productivas y el libre ejercicio de las libertades ciudadanas.   

Resulta fundamental combatir el robo en la calle, a domicilio, el pandillaje, la micro comercialización de drogas, los secuestros al paso, el vandalismo, la violencia intra familiar y otros hechos delictivos que crean un profundo malestar y reducen drásticamente la calidad de vida de nuestros ciudadanos, vuelven más pobres a los pobres, y generan costos muy altos a las empresas.   

De igual modo, es prioritario combatir los flagelos del tráfico ilícito de drogas y el terrorismo, dentro de una estrategia integral de pacificación y desarrollo.  Debemos encarar eficazmente el delito y asegurar un clima favorable para el normal desarrollo de las actividades económicas de todos los peruanos y peruanas. Tendremos como prioridad  de esta política a adolescentes y jóvenes, quienes son los que más ejercen y padecen violencia. 

Los retos específicos que Fuerza Social se propone son los siguientes: 

a. Eliminar la impunidad legal contra el delito menor, haciendo más expeditiva la sanción para los infractores; creando niveles intermedios de sanciones no carcelarias; desarrollando programas de servicio a la comunidad; y construyendo un sistema de responsabilidad penal comunitaria que permita desarrollar con mayor éxito políticas de reinserción social; 

b. Consolidar un sistema nacional de seguridad ciudadana, involucrando con más éxito a los gobiernos regionales, locales y la comunidad en general; regulando y apoyando los esfuerzo de las rondas campesinas, juntas vecinales, serenazgos municipales, etc., desarrollando programas preventivos con la niñez y juventud; 

c. Enfatizar como eje principal del trabajo policial, el servicio a la comunidad a nivel local, a través de la descentralización e integración de los servicios policiales de prevención y de investigación, mejora sustantiva de los recursos y medios de las comisarias, diseño de un modelo de policía comunitaria a nivel de comisarías, y énfasis de una concepción de trabajo policial eminentemente preventivo y de investigación básica; 

d. Afianzar a nivel nacional las acciones policiales de orden interno y de orden público, garantizando el normal desenvolvimiento de las actividades ciudadanas y fortaleciendo la lucha contra el narcotráfico, el terrorismo y otras modalidades de crimen; 

e. Mejorar el profesionalismo y los niveles de vida del personal policial, a través de la reestructuración y modernización del sector Interior y de la Policía Nacional, mejora de las remuneraciones del personal de la policía, afianzando valores y su formación profesional, y endureciendo las penas y sanciones para las faltas y los malos policías.

1.6 PROTECIÓN Y VALORACIÓN DE NUESTRA RIQUEZA CULTURAL

Fuerza Social se compromete a conservar y poner en valor nuestra inmensa riqueza cultural, diversidad étnica y conocimientos tradicionales como ventajas fundamentales para nuestro desarrollo. Nuestro país, caracterizado por su enorme diversidad cultural, necesita de una política cultural que promueva la interculturalidad como proceso de mutuo reconocimiento y valoración entre las diferentes culturas que conviven en el país. Los valores democráticos, la creación y el arte, el patrimonio material e inmaterial como parte de nuestra cultura viva, nuestra historia e identidad y las industrias culturales deben ser elementos articuladores de una sociedad que busca reconocerse en la diversidad.

La diversidad cultural - étnica, lingüística, histórica, artística - es una característica estructural y estructurante del Perú. Esta diversidad, que debiera ser a la vez fuente de identidad y de riqueza, es parcialmente tomada en cuenta y termina manifestándose explosivamente en problemas de índole racial y de manejo territorial. Paralela al centralismo, la ignorancia activa de la diversidad la convierte en factor de exclusión subyacente a la problemática del bajo desarrollo nacional. 
En tanto patrimonio, la reivindicación de la diversidad debe constituir el eje central de la construcción de la identidad y el orgullo nacional. El patrimonio es una construcción permanente, que consiste en heredar, recibir, valorar y tomar en cuenta el pasado para plantear las acciones actuales que proyectan el futuro. Patrimonializar las manifestaciones tangibles e intangibles de la diversidad no consiste en fijarlas, sino darles continuidad y perspectiva. La relación al patrimonio se ha llevado a través de ópticas indigenistas, exotistas, arqueológicas o museísticas. Una visión cabal del patrimonio debe reorientar estos sesgos hacia la integración de la alteridad, la diversidad y la historia en proyectos de futuro. 
El Estado, en su rol de garante de la equidad tiene la obligación de atender el acceso de todos a la representación simbólica, por lo tanto debe promover la información, investigación, recuperación y difusión de la diversidad cultural y natural. Como árbitro de la sustentabilidad de los procesos económicos, debe vigilar el equilibrio entre conservación y explotación de los recursos tangibles e intangibles. Finalmente, en tanto expresión de la soberanía, el Estado debe coadyuvar a la generación de la integración y la identidad nacional, para las cuales la patrimonialización de la diversidad natural y cultural constituye una directriz privilegiada. 

En este sentido, la educación cumple un rol fundamental para promover el reconocimiento y la valoración de las relaciones interculturales, generando contenidos donde se aprende de la cultura material e inmaterial de los pueblos que integran la nación y se fomenta la estima y tolerancia a las diferencias. 

Fuerza Social se compromete a lo siguiente: 

a. Recoger, difundir y promover experiencias escolares y comunitarias en las que se reconoce, valora y promueve los recursos culturales de la localidad. 

b. Identificar y sistematizar información relevante sobre los bienes, productos y servicios culturales a nivel nacional, con el propósito de elaborar el Atlas Cultural del Perú, de modo que el Estado pueda tener información sobre las principales necesidades de promoción cultural, sobretodo en las zonas más alejadas y rurales, en donde el mecanismo de la inversión privada no es tan atractivo. 

c. Promover el conocimiento, la interacción y compromiso de la sociedad con los bienes culturales, no sólo en lo referido a la conservación del patrimonio material, sino sobretodo en su promoción y revalorización.  Promover una mayor articulación entre la gestión del turismo y la cultura, entendiendo al primero como medio para la promoción y consumo de nuestros bienes culturales. 

d. Impulsar la investigación y el desarrollo de la ciencia y la tecnología, como elementos claves del desarrollo intelectual y cultural de la sociedad. En este sentido, se propiciará una investigación abierta a los nuevos descubrimientos y a la globalización, pero también dispuesta a dirigir la mirada sobre los conocimientos tradicionales, de culturas generalmente excluidas y olvidadas. 

e. Promover la cultura viva del país, a través del apoyo a los gobiernos regionales y locales para la realización de actividades destinadas a la generación de bienes y productos culturales, y a la ampliación de la participación y del acceso cultural a las grandes mayorías.

f. Impulsar decididamente la creación, desarrollo y consolidación de las industrias culturales, como mecanismo de generación de sentidos e identidades, pero también como eje clave para la generación y acumulación de riqueza y contribución con el desarrollo social.

SECCIÓN 2
DESARROLLO DESCENTRALIZADO Y SUSTENTABLE, ORIENTADO A ELEVAR LA CALIDAD DE VIDA DE LAS PERSONAS

Uno de los objetivos centrales de Fuerza Social es el aumento sostenible de la calidad de vida en todas las regiones, mediante el desarrollo descentralizado, en el nuevo contexto de la economía global. Para ello se propone fortalecer las capacidades y potencialidades humanas y sociales, protegiendo el hábitat y los ecosistemas.  Las políticas propuestas se orientan a la generación sustentable de fuentes de ingreso y empleo digno, mediante el desarrollo de capacidades emprendedoras, y el aumento en la capacidad de competir de las empresas, asegurando al mismo tiempo la producción de los bienes y servicios requeridos para conservar y proteger los recursos comunes compartidos por la sociedad, como el aire, el agua, los bosques y los espacios públicos.

Fuerza Social entiende el desarrollo como la ampliación de las libertades de las personas y el despliegue de sus capacidades, que permiten expandir su gama de opciones de realización personal. Desde esta perspectiva, la calidad de vida se define en función de aquello que las personas son y hacen, o pueden ser y hacer, y no de lo que tienen. Fuerza Social considera que la riqueza y los bienes materiales son un medio, y no un fin en sí mismos, y se compromete a reducir la pobreza pues ella involucra restricciones a la libertad en un sentido sustantivo, al reducir las posibilidades de realización personal. Asumimos el desafío de construir un sistema económico que ofrezca a cada vez más personas, mayores oportunidades de vivir en plenitud y de ser felices.

Como se indicó, la estabilidad macroeconómica es una condición indispensable para crear un marco favorable a la actividad económica y para mejorar sostenidamente la calidad de vida. Fuerza Social se compromete a una gestión responsable de la política fiscal, la cual seguirá una orientación contra cíclica, con déficit reducidos y niveles de deuda que aseguren la sostenibilidad fiscal, así como los recursos requeridos para financiar tasas crecientes de inversión pública, hasta alcanzar los niveles registrados por las economías más dinámicas. Defenderá la autonomía del Banco Central de Reserva en el manejo de la política monetaria, y adoptará las medidas necesarias para gestionar con prudencia las reservas internacionales y mantener la inflación a niveles reducidos.

Asimismo, Fuerza Social apuesta a la cooperación entre el Estado y el sector privado, que trabajando en forma conjunta pueden lograr la prosperidad y el bienestar para todos los peruanos y peruanas. Nuestra propuesta es impulsar una reorientación de la economía, que haga de la generación sostenible de fuentes de empleo, un objetivo central de las políticas públicas. Fuerza Social reconoce y defiende el derecho a una vida y un empleo dignos, y prioriza a las personas en situación de pobreza.

En este orden de ideas, se adoptarán las medidas necesarias para dar continuidad al crecimiento económico registrado en la última década, asegurando su sostenibilidad en términos sociales y medio ambientales, a fin de construir bases sólidas para la reducción sostenible de la pobreza y la generación de oportunidades para todos los peruanos. Para que este crecimiento se traduzca en mejores oportunidades de vida, el objetivo debe ser la generación de oportunidades de empleo estable y de calidad.

Afirmamos que la inversión privada es la base central para el crecimiento y la creación de empleo. En ese sentido, la promoción de la inversión privada será una política de Estado y la estabilidad macroeconómica será una condición necesaria para el incremento de la inversión.  Fuerza Social adoptará todas las medidas necesarias para que la inversión privada llegue a las regiones más deprimidas del país.

El Estado mantendrá un rol subsidiario, aunque con  una reforzada capacidad para orientar la actividad privada dentro de los lineamientos, objetivos y metas del plan nacional de desarrollo descentralizado con inclusión y equidad social. Se fortalecerá, asimismo, su rol  regulador, asegurando que los mercados operen, sin interferencias, como mecanismo descentralizado de asignación de los recursos, y que las variaciones en los precios de bienes y servicios reflejen las condiciones de oferta y demanda. 

Fuerza Social considera que la reforma del Estado, al mismo tiempo que deberá racionalizarlo, desburocratizarlo y tecnificarlo, debe significar su revalorización y fortalecimiento, especialmente en áreas esenciales  como la provisión  y / o  gestión de bienes públicos  básicos como salud, educación,  seguridad ciudadana, vivienda, seguridad social y defensa nacional; su capacidad de planificación (que afecta la calidad de la inversión pública),  la formulación, ejecución y evaluación de políticas sectoriales, a la fiscalización y supervisión de las empresas, sobre todo cuando amenazan el medio ambiente y la calidad de vida de las personas, así como a sus funciones de regulación de la actividad económica y de protección de los derechos de los consumidores. La historia de los países más ricos muestra que el fortalecimiento de sus Estados no ha sido un obstáculo sino más bien una condición para el desarrollo de sus mercados y el aumento en el bienestar de sus ciudadanos. El fortalecimiento del Estado incluirá, asimismo, transversalmente, todos aquellos aspectos vinculados a la salvaguardia de la soberanía y la defensa nacional. 

1.1 INSERCIÓN EN LOS MERCADOS GLOBALES FUNCIONAL A LA TRANFORMACION PRODUCTIVA, LA DESCENTRALIZACION Y LA EQUIDAD SOCIAL
Las estrategias de integración de la economía peruana en el mundo, han tenido como ejes la suscripción de acuerdos comerciales internacionales, y la ejecución de diversos programas y actividades orientadas a promover el desarrollo del comercio. Algunos de estos acuerdos, en particular con los EE.UU, la Unión Europea y en alguna medida también con Canadá, contienen estándares más elevados y exigentes en materia laboral y medio ambiental. El cumplimiento de dichos estándares exigirá una revisión de las prácticas empresariales, en consistencia con las nuevas corrientes de responsabilidad social, pero ello dependerá también de la voluntad política de las autoridades peruanas y de la eficacia de la fiscalización y supervisión a cargo del Estado. Los  tratados de libre comercio son estímulos al comercio y la transformación productiva interna. Transformar los estímulos en el incremento y diversificación sostenidos, implica una concertación del Estado con la empresa privada y los productores agrarios, para maximizar sus beneficios y minimizar o eliminar sus efectos negativos. 

Lamentablemente también se han suscrito acuerdos comerciales internacionales con otros países, como es el caso de China, que establecen condiciones favorables en materia de protección de inversiones y solución de controversias, pero que sin embargo no incluyen estándares en materia laboral y medioambiental, lo cual puede reducir las posibilidades de desarrollo sustentable en el Perú. 

Los acuerdos comerciales internacionales generan oportunidades y beneficios al permitir el incremento potencial de las exportaciones. Pero, también, generan desafíos que es preciso asumir, como son el desarrollo de la oferta exportable, la facilitación del comercio, el fortalecimiento institucional, la inversión en infraestructura, la promoción de la competitividad, la innovación y la transformación productiva. Desafíos de la llamada “agenda interna” que no han sido abordados con la amplitud y la profundidad necesarias. Así,  en un contexto global de intensificación de la competencia e internacionalización de las cadenas de valor, el Perú no está reduciendo las brechas existentes de productividad y competitividad respecto de sus principales competidores en el mundo. 

A esto cabe agregar que los últimos gobiernos han seguido la política de reducir de manera unilateral y no negociada los aranceles a las importaciones. En la actualidad el arancel promedio en el Perú es de solo 1.7%, siendo uno de los más bajos de América Latina. A fines del 2010, el Ministerio de Economía y Finanzas aprobó una nueva reducción de 3,401 partidas arancelarias, provocando la legítima protesta de la Sociedad Nacional de Industrias. Entre los sectores afectados se encuentran el lechero y ganadero, así como también las industrias textil y confecciones. 

Esta política afecta negativamente a la industria nacional, en especial a las empresas de menor tamaño. En realidad, la política comercial actual no reconoce la heterogeneidad de las empresas que operan en el Perú. Algunas son grandes pero la mayoría opera a mediana o pequeña escala, las primeras generalmente han logrado un alto nivel de productividad, en contraste con las empresas más pequeñas cuya productividad es reducida.  Los sucesivos gobiernos no han adoptado políticas públicas dirigidas a reducir estas brechas de productividad, y por ello el impacto del crecimiento económico en la generación de empleo de calidad, ha sido muy limitado.

Las empresas de mayor tamaño son las que más se benefician de la liberalización del comercio contemplada por los acuerdos comerciales internacionales. Lo contrario ocurre con las pequeñas empresas, que tienen que enfrentar la fuerte competencia externa, lo cual frecuentemente implica una reducción de sus operaciones o, incluso, una posible salida del mercado. 

Fuerza Social considera que la integración a los mercados mundiales es positiva e imprescindible para el desarrollo económico y productivo, pero debe realizarse sin sacrificar su autonomía ni comprometer el desarrollo de las miles de empresas de menor tamaño que operan en el país. 

La propuesta alternativa de Fuerza Social, en relación a la política comercial y los acuerdos comerciales internacionales, es la “Inserción en los mercados globales de manera funcional a la transformación productiva, la revolución tecnológica y emprendedora en el agro, la descentralización y la equidad social”, con una visión comercial y  nacional más amplia y más sólida. Esta propuesta se basa en mayores niveles de coordinación y de acción conjunta entre el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo, y el Ministerio de Relaciones Exteriores, los gobiernos regionales, las empresas y los productores agrarios. 
Esta inserción nacional en los mercados globales tiene cinco ejes fundamentales:

a. Negociaciones comerciales internacionales multilaterales y bilaterales, en función de metas específicas ofensivas y defensivas con la doble finalidad de ganar mercados para los productos de exportación con ventajas comparativas y competitivas, especialmente para aquellos con valor agregado; y disminuir los riesgos para la viabilidad de la estrategia de desarrollo industrial y agraria en cadenas que prioricen los mercados nacionales.  Desarrollo del comercio exterior orientado a diversificar la oferta de productos y servicios exportados, en base al fortalecimiento de las capacidades de investigación aplicada en ciencia y tecnología, y el fomento de la innovación. 

b. Reconocimiento de la heterogeneidad de las empresas, distinguiendo las distintas realidades y escalas en las que operan; como base de los acuerdos comerciales internacionales, se reformulará la política arancelaria y se pondrán en marcha programas de fomento y de apoyo a la reconversión productiva, a fin de enfrentar, en mejores condiciones, los desafíos del nuevo contexto de apertura comercial global.

c. Profundización de las relaciones con las organizaciones de la sociedad civil.

d. Potenciar el turismo fortaleciendo la imagen-marca país y la diversificación de destinos y “productos”.

Negociaciones comerciales internacionales

Esta  Inserción Inteligente en los mercados globales propone un nuevo equilibrio entre los acuerdos comerciales globales y los regionales. Se potenciarán las relaciones comerciales  regionales por su impacto en la estrategia de transformación productiva y la revolución tecnológica y emprendedora en el agro, especialmente la Comunidad Andina de Naciones (CAN) y el MERCOSUR, entre otros. Así, las políticas públicas en este campo buscarán fortalecer no sólo la integración regional, sino también nuestra fuerza negociadora en los acuerdos comerciales globales, en el marco de la OMC y la Cuenca del Pacífico. 

En el frente multilateral, se potenciará la participación peruana en los organismos como la Organización Mundial del Comercio (OMC) y  la Cuenca del Pacífico. Asimismo,  se fortalecerán las relaciones con otros organismos internacionales especializados en nuestros principales productos de exportación, como por ejemplo la Organización Internacional del Café.

En el nuevo contexto, caracterizado por las secuelas de la crisis del 2008, el estancamiento y la incertidumbre en algunas regiones del mundo, se considera la eventual utilización de mecanismos de defensa comercial a escala regional, en aplicación de principios de equidad y reciprocidad, incluyendo  medidas para-arancelarias y salvaguardas comerciales.

Como norma general, el gobierno de Fuerza Social utilizará todas las opciones de política comercial  ofensivas y defensivas para viabilizar, por un lado, el incremento y diversificación de las exportaciones, y por el otro el fomento de la competitividad y la viabilidad de los procesos de industrialización y revolución tecnológica y emprendedora en el agro, facilitando el desarrollo de empresas industriales y agropecuarias.

Desarrollo del comercio exterior

La estrategia de inserción inteligente en los mercados globales propone diversificar los productos y servicios exportados, sobre la base de políticas públicas que superen la reprimarización de la economía y orienten los recursos e inversiones al desarrollo humano sustentable. El estado impulsará las exportaciones no tradicionales, especialmente aquellas de productos con valor agregado. por ser generadoras de mayor empleo, y por su importancia en el desarrollo sostenible de nuevas actividades económicas.

En este contexto, se propone la implementación de políticas sectoriales activas, que apoyen la transformación de los recursos naturales en productos de mayor agregado, articulen cadenas de valor regionales, integren corredores económicos con mercados dinámicos, e impulsen la competitividad de las empresas en los distintos espacios territoriales, como un medio para la reducción de la pobreza. En este orden de ideas consideramos fundamental apoyar la apertura y proyección internacional de las empresas localizadas en el Perú, para que ellas puedan mejorar su “saber hacer” potenciando el carácter innovador de sus productos y servicios. 

Manteniendo el esfuerzo exportador en aquellas líneas que han resultado más efectivas al promover una mayor presencia de empresas peruanas en los mercados exteriores, se realizará un esfuerzo especial en aquellas líneas que no han experimentado un desarrollo tan dinámico. La inserción inteligente en los mercados globales otorga igual importancia estratégica a las exportaciones de bienes y a las exportaciones de servicios. Por ello, se propone potenciar la exportación de servicios que actualmente representan entre el 10 y 15% del total de exportaciones, una cifra inferior al promedio mundial que se encuentra en el orden del 25%. Así, se propone intensificar y profundizar el fomento del comercio exterior de servicios, a fin de triplicar estas exportaciones en el año 2016.

Se pondrá en marcha un agresivo programa de promoción comercial, a fin de que las oportunidades comerciales internacionales sean mejor aprovechadas por las regiones, ayudándolas a potenciar su oferta exportable de valor agregado, que aproveche las condiciones ecológicas de sus territorios.  La propuesta contempla mejorar la coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, y elevar el número de agregados y oficinas comerciales del Perú en mercados de importancia estratégica.

En materia de facilitación del comercio, se propone una coordinación efectiva para incorporar a las políticas de producción y de agricultura, programas específicos de financiamiento de la innovación y desarrollo de productos y servicios exportables. Del mismo modo, con la incorporación prioritaria en las políticas nacionales de transportes y comunicaciones, pero también a nivel regional, la generación de la infraestructura necesaria y centros logísticos para la competitividad de las cadenas de valor de productos exportables.

La heterogeneidad de las empresas y la inserción del Perú en el mundo

La inserción Inteligente del Perú en los mercados globales reconoce la heterogeneidad de las empresas peruanas. Por tanto, se considera necesario implementar programas efectivos de soporte a las actividades afectadas por la liberalización comercial, a fin de hacerlas más competitivas, especialmente en el caso de la agricultura y las pymes. En este orden de ideas se utilizarán mecanismos de  compensación, promoción y apoyo a la reconversión y reorientación productiva. Para ello se brindará a los productores información y facilidades de articulación a mercados, crédito en condiciones concesionales, y asistencia técnica a través de la promoción del mercado de servicios de desarrollo empresarial y la promoción de la innovación. En el caso de las PYMES el Estado otorgará todas las ayudas permitidas por las normas internacionales de comercio y aquellas que puedan utilizarse por reciprocidad.

Profundización de las relaciones con  los gobiernos regionales , los empresarios y la sociedad civil 

La Inserción Inteligente en los mercados globales propone propiciar, mantener y profundizar el diálogo y coordinación permanentes con las empresas, los productores agrarios ya  la sociedad civil  sobre los alcances, beneficios y retos de la política comercial y su impacto en los sectores productivos.  Las estrategias de inserción y negociaciones comerciales internacionales, multilaterales y bilaterales, así como las políticas nacionales para  maximizar sus beneficios y neutralizar sus efectos negativos, se coordinarán y ejecutarán con los gobiernos regionales, los empresarios y actores sociales de las regiones. 

Fuerza Social considera que los procesos de negociación comercial internacional deben estar siempre acompañados por la creación de espacios y sistemas de información transparente para todas las partes afectadas.

Promoción del turismo

La política de Inserción Inteligente del Perú al Mundo, en línea con lo establecido para las exportaciones, considera al turismo como la principal actividad exportadora de servicios. La promoción y desarrollo del turismo tendrá como base una potente imagen-marca país, promoverá la diversificación de destinos y la organización de paquetes turísticos orientados por la autenticidad y la vocación vivencial, incorporándolos a cadenas de valor, como por ejemplo la cadena del pisco y la cadena del café.

Teniendo como eje estratégico al PENTUR se plantea un desarrollo agresivo de “productos” turísticos de Perú, como macrodestino, pero también destinos regionales buscando un reequilibrio del desarrollo turístico. Sin desatender las acciones de promoción para destinos consolidados como Cusco, se promoverá una expansión de la gama de opciones regionales como destinos turísticos. Fuerza Social adoptará todas las medidas necesarias para elevar la inversión en el sector turismo y desarrollar productos en destinos regionales con alto potencial.  La política de promoción del turismo se elaborará y aplicará con participación de los gobiernos y actores económicos, sociales y culturales de las regiones, es decir con un enfoque descentralizado. Se descentralizará la sede del Vice Ministerio de Turismo, la cual se localizará en el Cusco.

1.2 INICIATIVA POR LA INNOVACIÓN Y EL DESARROLLO DE LA INDUSTRIA Y LA  REVOLUCIÓN TECNOLÓGICA Y EMPRENDEDORA EN LA AGRICULTURA

La dirección seguida por el actual proceso de globalización, ha transformado a varios países del Asia, especialmente a China, en “la fábrica del mundo”, y a sus empresas en líderes de una serie de “industrias de fabricación” de productos electrónicos y eléctricos, ropa, calzado, herramientas y otros rubros. Asimismo, en el campo de la exportación de servicios, India se ha transformado en un exitoso proveedor mundial de software a precios muy bajos. Esto se explica, entre otros factores, por su abundante fuerza de trabajo y su creciente número de ingenieros y personal altamente calificado. Al mismo tiempo, su escasez relativa de materias primas, en relación a los requerimientos generados por su rápido crecimiento, ha dado lugar a una acelerada expansión de las exportaciones de minerales, productos agrícolas e hidrocarburos procedentes de África y América Latina, a precios cada vez más altos.

Las empresas localizadas en América Latina, y en el Perú en particular, tienen serias dificultades para competir con los productos manufacturados de alto volumen y bajo costo, y con algunos servicios de exportación producidos en el Asia. En este escenario, Fuerza Social propone al país la Iniciativa por la Innovación y el Desarrollo de la Industria y la Agricultura. Uno de los ejes centrales de esta propuesta, es concentrar energías en el escalamiento tecnológico permanente en las industrias basadas en el procesamiento de los recursos naturales existentes, aprovechando la experiencia productiva acumulada durante las últimas décadas, y recuperando los conocimientos tradicionales. El objetivo es transformar progresivamente el perfil de las exportaciones, mediante innovaciones continuas en procesos y productos más intensivos en conocimientos, dirigidos a nuevos mercados de alto valor, en lugar de concentrarse únicamente en los mercados tradicionales de productos básicos o commodities. Esto pasa por el desarrollo de nuevas capacidades en las “industrias de procesos” y por el dominio de las tecnologías requeridas, por ejemplo en química, biotecnología, nanotecnología e ingeniería de los materiales.

La iniciativa por la Innovación y el Desarrollo de la Industria y la Agricultura tendrá como primer pilar fundamental el fomento de actividades de innovación, investigación y desarrollo (i+I+D), para reducir el costo relativo y optimizar  la gestión del riesgo asociado a dichas actividades. Las medidas propuestas comprenden el financiamiento de las empresas innovadoras (fondos concursables y líneas de financiamiento de capital de riesgo con tasas de interés preferenciales) o por medio de incentivos fiscales que reduzcan la carga tributaria de las empresas. También se propone, como se explicará en detalle más adelante, elevar significativamente los presupuestos de los programas en marcha, entre ellos el Programa de Ciencia y Tecnología –FINCyT-, el Fondo de investigación y desarrollo para la competitividad – FIDECOM-, y el programa de  Innovación y Competitividad para el Agro Peruano (INCAGRO), entre otros, algunos de los cuales no han recibido el respaldo político requerido para asegurar su continuidad. 

El segundo pilar de la Iniciativa propuesta es el aumento del presupuesto y la potenciación de los programas y actividades coordinadas por la Oficina Técnica de Centros de Innovación y Transferencia Tecnológica (OT-CITEs) de PRODUCE y los CITES públicos. Los CITES han tenido un impacto destacado en el desarrollo de capacidades tecnológicas y organizativas, y deben recibir mucho más recursos y apoyo de lo que han recibido hasta ahora.

La propuesta de Fuerza Social comprende el desarrollo de calidades especiales en los productos actuales de exportación, adaptándolos a las necesidades de los clientes y a la creación de nuevos nichos de mercado. La estrategia requiere de nuevas capacidades tecnológicas en la agricultura de exportación, industrias de alimentos, pesca,  piscicultura, explotación forestal, silvicultura, productos orgánicos, cuidado de la salud, así como en las industrias que producen insumos, herramientas, aditivos y catalizadores para ellas. Esta estrategia es consistente con el objetivo de diversificar y potenciar las nuevas demandas y tendencias del turismo contemporáneo, aprovechando el potencial que ofrecen las riquezas culturales y naturales en las distintas regiones.

Es preciso reconocer, sin embargo, que la especialización en industrias de procesos y en actividades intensivas en conocimiento tiene un potencial limitado de generación de fuentes de empleo. Por ello es necesario complementar los esfuerzos señalados con el desarrollo de capacidades de producción y creación de riqueza en todas las regiones del territorio, aprovechando las potencialidades locales, promoviendo el desarrollo de clusters, cadenas y redes de producción a pequeña y mediana escala.

En términos generales apostamos por fortalecer aquellas áreas de la economía con ventajas competitivas dinámicas -orientadas tanto al mercado interno como externo- y con mayor capacidad para generar empleo productivo. Debemos seguir promoviendo las actividades y exportaciones mineras que generan divisas e impuestos.  Sin embargo,  debemos concentrarnos en promover las industrias de transformación de recursos naturales en productos de mayor valor agregado, para usar y ampliar el aprendizaje tecnológico y la exportación de bienes y servicios valiosos por la inteligencia productiva que tienen incorporada.

No podemos caer en la trampa que significa alentar la dependencia excesiva de la economía en las actividades extractivas y en la exportación de productos primarios, cuyo futuro competitivo es incierto. El planteamiento del gobierno de Fuerza Social será retomar las políticas sectoriales y regionales, y promover activamente la inversión privada y pública en sectores prioritarios para la creación de empleo como el sector agropecuario, la industria y el turismo. Dados los mayores recursos que se están obteniendo por el incremento de las exportaciones del país, proponemos que estos deben utilizarse en mayor inversión en infraestructura en las regiones y en inversión social que eleve la calidad de la educación, la nutrición y la salud.

Estas políticas deben enfrentar las fallas de mercado en cuanto a provisión de crédito y tecnología a los pequeños productores, así como otorgar incentivos para atraer inversión privada hacia sectores que, como el agro, tienen una participación masiva en la generación de fuentes de trabajo. Por ello es preciso asegurar que la inversión privada se multiplique en el país dentro de un ordenamiento que garantice el empleo adecuado y no sólo el empleo informal y precario. Esto no significa la promoción ciega de sectores sino la focalización de incentivos para la inversión empresarial privada en los sectores productivos de mayor impacto en la generación de empleo de calidad.

Desarrollo Industrial Descentralizado
Según cifras publicadas por el BCR, en el año 2009 la industria generaba el 14.3% del producto y empleaba a menos del 10% de la población. La mayor parte de la producción y el empleo industrial se concentran en Lima y Callao, donde se localiza también el mercado más grande del país.

Pero el Perú es un país multicultural, y cada región tiene sus propias tradiciones y experiencias acumuladas de desarrollo y especialización productiva. Por ello, no tiene sentido formular una política industrial “de talla única” para todas las regiones. Por el contrario, es preciso descentralizar la formulación y ejecución de la política industrial, atendiendo a la especificidad de las distintas regiones del país. 

Fuerza Social reconoce los avances observados en el proceso de descentralización, que se expresan en una mayor participación de los gobiernos sub nacionales en el presupuesto total, lo que ha permitido una expansión considerable de la inversión en las regiones. Sin embargo,  la mayor parte de esta inversión se ha dirigido a infraestructura de diverso tipo, principalmente de transporte, educación, saneamiento y agropecuaria. Lamentablemente aún se invierte muy poco en el desarrollo de capacidades productivas, lo cual ha limitado la diversificación industrial y la oferta de productos con mayor valor agregado.

Fuerza Social propone la constitución de Consejos Regionales de Competitividad y la formulación de planes regionales específicos, dirigidos a elevar la competitividad de los clusters de empresas localizados en cada región. La competitividad, entendida en su dimensión sistémica, requiere de la cooperación entre empresas, y entre ellas y los distintos estamentos del Estado. La cooperación es fundamental en el desarrollo de los clusters, por ejemplo para obtener las certificaciones, registros de marcas y estándares técnicos requeridos para acceder a los mercados, para invertir en bienes públicos locales y compartir esfuerzos en la innovación y la diseminación de las mejores prácticas, o para organizar de manera más eficiente la provisión de los diversos servicios de desarrollo empresarial que las empresas requieren para ser competitivas.

Fuerza Social promoverá activamente la cooperación empresarial y fortalecerá los espacios de concertación público-privada, a fin de identificar los obstáculos específicos al desarrollo de las actividades industriales en cada región, y de orientar las decisiones de inversión en bienes públicos locales y regionales. Los avances logrados en los planes regionales de desarrollo concertado, servirán de base para avanzar en esta dirección.

En consistencia con estas orientaciones, se destacan a continuación propuestas específicas de políticas públicas para el desarrollo industrial descentralizado:

a. Priorizar compromisos de innovación en los siguientes sectores y actividades: agropecuario y agroindustrial; pesca, navegación, acuicultura marina y continental; textil y confecciones; minería, metalurgia y metal mecánica; forestal; salud, farmoquímica y plantas medicinales; energía; telecomunicaciones y tecnologías de la información; recursos hídricos, saneamiento, vivienda y gestión ambiental. 

b. Estimular o dar incentivos tributarios a la inversión extranjera directa para que diversifique su producción o abra líneas de transformación de productos primarios dentro de las prioridades industriales establecidas en el punto anterior.

c. Establecer, dentro de los compromisos entre el Estado y las empresas, el eslabonamiento con la pequeña y mediana industria y sectores y actividades conexas.

d. Proporcionar, a las empresas aliadas con las universidades, créditos y otro tipo de incentivos económicos para la importación de bienes de capital, adquisición de licencias, con la condición de que éstas sirvan progresivamente, dentro de una política de adaptación y aprendizaje, a la generación nacional de los productos, bienes o procesos importados.

e. Identificación de oportunidades de negocios que permitan aprovechar las posibilidades de oferta de los productores locales para abastecer demandas de los mercados nacionales e internacionales.

f. “Mestizaje” de las tendencias y modas de los mercados internacionales, con las posibilidades y ventajas sustentadas en el pluriculturalismo peruano.

Transformación de la Agricultura
La agricultura en el Perú es la principal actividad económica de la población: ocupa al 33% de la PEA nacional y al 73% de la PEA rural. En 17 departamentos del país el peso del agro en el PBI supera el 10%. En seis supera el 20%. En 15 departamentos la proporción de la PEA agropecuaria es mayor al promedio nacional  y en siete supera el 50%.

Una característica estructural del agro nacional es la existencia de segmentos agrarios profundamente diferenciados.  

· Una agricultura intensiva que ocupa más de 100 mil hectáreas de alta inversión.

· Una agricultura extensiva que abarca los ocho cultivos principales del país y ocupa una superficie de 1 millón 200 mil hectáreas.

· Una agricultura de propiedad tradicional con diversos cultivos alimentarios para el mercado interno con alrededor de 800 mil hectáreas.

· Una agricultura de subsistencia con presencia de comunidades campesinas y minifundistas en tierras marginales de costa, sierra y selva.

Para la gran mayoría de la población rural la agricultura cumple una doble función  pues constituye una actividad económica y a la vez una forma de vida, lo que se evidencia en la persistencia de un amplio estrato de cientos de miles de familias campesinas que operan como unidades productivas y de consumo. Estas familias poseen muy pequeñas parcelas que  en conjunto representan el 17% de la superficie cultivada y el 55% de las parcelas existentes en el agro nacional.

Esta población rural es la más pobre y despliega actividades agropecuarias de subsistencia, principalmente en la sierra y parte de la selva del país, operando con muy reducida dotación de capital físico y humano y  muy baja productividad. Ello conduce a reproducir la pobreza  generación tras generación. En la última década, si bien si bien la economía de mercado ha dinamizado al segmento de la agricultura empresarial y exportadora y a los cultivos extensivos y comerciales, sus beneficios no han alcanzado a estas economías campesinas.

En general los principales problemas que enfrenta la agricultura nacional consisten en:

· Una alta fragmentación de la propiedad de la tierra lo que dificulta  aprovechar economías de escala y utilizar tecnologías modernas. 

· Un bajo nivel de productividad derivado del atraso tecnológico y limitada asistencia técnica, lo que redunda en bajos rendimientos en los principales cultivos como papa, maíz, trigo, arroz, café, algodón. 

· Escasa asociatividad entre los productores del campo, situación que impide acceder en mejores condiciones a los mercados de insumos, servicios y productos. 

· Escaso e insuficiente acceso al crédito debido a que la actividad  es considerada de alto riesgo y poco atractiva para las instituciones financieras.

· Deterioro del capital humano por las deficiencias en los sistemas de salud y educación en el medio rural.

· Creciente descapitalización física del agro por el reducido apoyo estatal a las actividades de investigación, desarrollo e innovación agraria

· Enormes déficit de infraestructura rural en términos de irrigación, transporte, energía, almacenamiento y comercialización.

· Insuficiente la información sobre mercados actuales y potenciales.
No obstante, la agricultura  nacional cuenta con indudables ventajas como la diversidad de climas, la biodiversidad y las posibilidades de  producción  contra estación; pose asimismo tierras con aptitud agrícola de extensión limitada pero de alta calidad, junto a extensas superficies de vocación  pecuaria y forestal. Junto a ello, representan inmensas potencialidades los conocimientos ancestrales de las comunidades campesinas y nativas lo que les ha permitido conservar y utilizar la riqueza genética del país, además del carácter emprendedor de los productores rurales, aún los más pequeños y pobres.

Ha habido avances significativos en las agroexportaciones que crecen continuamente desde hace 10 años, se ha avanzado notablemente en sanidad agraria,  incrementándose  las áreas libres de diversas plagas y enfermedades fito y zoosanitarias. La agricultura orgánica despega y empieza a conquistar mercados externos, destacándose, por ejemplo, la premiación de productores nacionales de café y cacao por la alta calidad de su producción. Todo ello significa que crece el interés de los mercados internacionales por los cultivos peruanos.

Fuerza social postula las siguientes  orientaciones estratégicas para el  desarrollo agrario: 

a. La necesidad de políticas diferenciadas
Siendo la agricultura peruana tan heterogénea, son necesarias políticas diferenciadas. La pequeña agricultura es mayoritaria y su papel en la seguridad alimentaria del país es estratégico. Por consiguiente, el apoyo a los pequeños productores agrarios es también estratégico. Son varias las formas de apoyo. Una de las principales es estimular la asociación –bajo formas cooperativas u otras- para lograr economías de escala, reducir costos de transacción en el acceso a servicios financieros y no financieros y para incrementar capacidad de negociación y de inversión. 

b. El desarrollo de la ciencia y tecnología

La inversión en ciencia y tecnología debe también tomar en cuenta esta heterogeneidad. Se necesita  estimular a la moderna agricultura de exportación a que invierta en ciencia y tecnología (la modernización de esta agricultura se debe a la importación de conocimientos y tecnologías que  aquí no se generan). Para la pequeña agricultura  debe haber inversión pública en ciencia y tecnología  adecuada a sus particularidades (las tecnologías pueden no ser indiferentes al tamaño de la explotación), y estimular la inversión privada. 

En el desarrollo científico y tecnológico las facultades de agronomía deben cumplir un papel más activo. Asimismo, se requiere aprovechar los conocimientos de un elevado número de instituciones –entre ellas ONG- que experimentan nuevas tecnologías. El INIA puede en este sentido cumplir un papel convocante.

c. Lo rural es más que lo agrario
La agricultura (incluye agricultura, ganadería y forestería) es la principal actividad económica de la población rural, pero no la única,. En una perspectiva de creación de empleo, de enfrentar la pobreza rural y de desarrollo realmente descentralizado, debe promoverse una economía rural que, teniendo a la agricultura como eje principal, tienda a diversificarse (impulsando el turismo, la agroindustria, artesanías, la pequeña y mediana industria, etc.) y se enlace con mayor intensidad a la economía urbana. Ello requiere de inversiones públicas y del estímulo que el gobierno nacional y los gobiernos regionales deben dar a la inversión privada de toda dimensión. 

d. La actividad forestal en sierra

La actividad forestal en la sierra debe ser promovida. Se estima en más de 10 millones de hectáreas la superficie forestable en esa región, de las cuales 2.5 millones serían aptas para variedades comerciales para la exportación. La vida económica de muchas comunidades campesinas (dueñas de gran parte de las tierras forestables) y de territorios enteros se transformarían, se evitaría la continua erosión de los suelos en pendientes, y se contribuiría así a la ‘cosecha’ del agua.

e. La sierra ganadera

Gran parte de los pequeños agricultores, sobre todo en la sierra, dependen de la ganadería –vacuna, ovina, porcina, camélidos-. Sin embargo, prácticamente no existen políticas de apoyo significativo a esta actividad (difusión de pastos mejorados, de métodos de crianza, de mejoramiento genético). Según el Censo Nacional Agropecuario último (que data de 1994) la mitad de pequeños agricultores crían vacunos, el 39% ovinos y el 37%  porcinos. Según una fuente más reciente, en el altiplano puneño el 98% de los hogares rurales poseen ganado.
Pero la ganadería campesina no es sólo importante para estas familias, sino para el país, pues concentra un gran porcentaje del acervo ganadero del Perú. Siempre según el Censo de 1994, el 68% del ganado vacuno estaba en manos campesinas, así como el 67% de ovinos y el 79%. 

Especial atención merece el caso de los pastores de camélidos, ancestralmente sometidos a la explotación de los oligopolios arequipeños. En las explotaciones de pequeños pastores, con áreas menores de 10 Has, se criaban en 1994 el 59% de llamas y el 44% de las alpacas. 
f. Importancia de la información para la planificación del desarrollo agrario
Es urgente la ejecución de un nuevo Censo Nacional Agropecuario. 
El último data de 1994 y sin un censo actualizado, no hay manera de conocer la situación de las centenares de familias rurales, del nivel de tecnologías utilizadas, de quién cultiva qué. 

g. Modernización y descentralización del Ministerio de Agricultura

La aplicación de políticas de desarrollo agrario y rural con enfoque territorial demanda modernizar la gestión del MINAG para la puesta en práctica de enfoques y programas transversales coordinados con los demás ministerios del gobierno nacional. Se trata además de llevar adelante un proceso consistente de descentralización del sector público agrario, para asegurar la coordinación nacional-regional de la política agraria, a fin de reducir sustancialmente la pobreza rural, impulsar la competitividad incluyente de todos segmentos del agro, contribuir a la soberanía alimentaria del país y conservar y hacer uso racional del agua, suelos y bosques.

Respecto de la agricultura comercial y con diferentes niveles de inserción al mercado:

· Emprenderemos un plan de consolidación empresarial de agricultores, sobre la base de mapas de competitividad y planes de negocio por zonas. Para ello se pondrá en operatividad el  Programa de Compensaciones para la Competitividad, que junto con el Programa AgroPerú, apoyarán  a los productores agrarios que se vean afectados por la apertura comercial, así como a aquellos cuyos cultivos sean promisorios en los mercados internacionales.

· Se fortalecerá y perfeccionarán los instrumentos para mejorar el perfil crediticio de los agricultores, a través de: (i) uso de prenda agrícola; (ii) seguro agrario como garantía para préstamos; (iii) planes de negocio; (iv) garantías para agricultores organizados en comisiones de regantes o comunidades; (v) reforma de Agrobanco para atender parte de la demanda sin subsidios ni refinanciaciones engañosas.

· Se reformará  el Instituto Nacional de Investigación Agraria (INIA) para dotarlo de un presupuesto estable y con  un directorio público-privado. Se recuperará la función de investigación como bien público estratégico, impulsando el funcionamiento de un sistema de innovación público-privado que funcione como una red horizontal flexible y abierta. Se restablecerá el funcionamiento de INCAGRO como programa autónomo del sector, encargado de promover la innovación a través de fondos concursables descentralizados.

· Se potenciará SENASA como autoridad sanitaria altamente tecnificada e independiente. Devolverle sus competencias en el tema semillas y plaguicidas. Elevar sustancialmente el presupuesto de sanidad agropecuaria orientado hacia zonas de sierra y selva,  promoviendo el establecimiento de programas regionales de asistencia técnica sanitaria a cargo de los gobiernos regionales.

· A través del Ministerio de Agricultura, se creará un observatorio de mercados internacionales de productos agropecuarios, con el fin de identificar los actuales y potenciales mercados para cultivos peruanos, a sí como brindar información en tiempo real.

· Se apoyará la realización de misiones comerciales y de prospectiva de mercados.

Respecto de la pequeña producción campesina:

· Se creará un Fondo Nacional de Desarrollo Rural dirigido a mejorar y fortalecer la articulación de productores agrarios en situación de pobreza no extrema, y lograr la seguridad alimentaria de los pequeños agricultores de subsistencia que están en pobreza extrema. Un propósito específico de este fondo es apoyar el desarrollo de la pequeña ganadería en la sierra.

· Este Fondo Nacional de Desarrollo Rural será operado por AGRORURAL. Las Municipales Provinciales concursarán a este fondo para replicar Proyectos Productivos de Desarrollo Rural (que incluyan proyectos no agrícolas) como los que viene ejecutando AGRORURAL con el financiamiento del FIDA.

· De similar manera las Municipalidades Provinciales concursarán a este fondo para la implementación de proyectos dirigidos a asegurar la seguridad alimentaria,  aplicando un formato similar al de  Sierra Productiva, cuyos beneficiarios serán familias rurales en situación de pobreza extrema y que realizan agricultura de subsistencia.

· AGRORURAL en calidad de operador del Fondo fortalecerá a las Municipalidad Provinciales en la operación de los proyectos mediante los técnicos y profesionales con los que cuenta en sus sedes regionales y zonales. Para esto AGRORURAL será reestructurado a fin de convertirse en una entidad promotora y con perfil técnico del desarrollo rural y la seguridad alimentaria de los más pobres del campo, en consonancia con el proceso de descentralización.

· Asimismo, se potenciará el Programa de Pequeñas Irrigaciones, destinada a financiar la pequeña infraestructura de riego, para lo cual se promoverá un dispositivo especial que estimule a las empresas privadas con operaciones en el área rural que parte de sus impuestos sean canjeados por este tipo de obras, dirigido no solo a poblaciones de influencia directa de sus operaciones, pudiendo elegir también poblaciones fuera de su zona de influencia.

· Se promoverá el aprovechamiento de los activos culturales, ecológicos, y de flora y fauna silvestre, tanto de la costa de la sierra y selva, tomando como referencia la experiencia de los proyectos Sierra Sur, MARENASS, Corredor Cusco-Puno, que fomentaron los activos culturales de los espacios rurales  como actividad económica alternativa a la agricultura. 

Respecto de la modernización del MINAG

· Se fortalecerá el papel del MINAG como generador de la política nacional agraria,  y en sus funciones de planificación, normatividad,  regulación y control. Hacer del ministerio una entidad promotora y facilitadora de las iniciativas privadas, abierto a la concertación con los productores y las instituciones de investigación e innovación.

· Se reforzará el papel del Viceministro como articulador y coordinador de las políticas y proyectos.

· Potenciaremos las Direcciones Generales de Línea como órganos técnico-normativos y los Organismos Públicos Adscritos como proveedores de servicios altamente especializados con  funciones de carácter nacional.

· Fortaleceremos la Oficina de Planeamiento y Presupuesto como órgano rector del sistema nacional de planificación agraria. 

· Fortaleceremos la Autoridad Nacional del Agua (ANA), transformándola en una entidad con plena autonomía y blindaje institucional, a fin de asegurar una gestión transectorial eficaz en el  manejo estratégico de los recursos hídricos. 
· En el MINAG debe establecerse una  Dirección de Línea para el manejo de aspectos técnicos y normas específicas sobre las aguas de uso agrario.

· Descentralizaremos las funciones ejecutoras de AGRORURAL, transfiriendo progresivamente sus Agencias a los gobiernos regionales, y dando paso a una fusión de estas agencias con las Agencias Agrarias de los GR.  Conservar en el MINAG un organismo especializado  para funciones de asistencia técnica a los gobiernos regionales,  sistematización experiencias conservación suelos y manejo cuencas, gestión financiera de recursos externos. 

· Transferiremos recursos a los gobiernos regionales, para que sus agencias agrarias modernicen el sistema de extensión e información al servicio de los agricultores.

· Ejecutaremos el nuevo Censo Nacional Agropecuario a más tardar en el año 2012.

1.3 ESTRATEGIAS DE DESARROLLO PARA LAS MIPYME
 

Hay cada vez más consenso en América Latina de que resulta imperativo cambiar radicalmente el rostro productivo de nuestros países, consolidando el crecimiento económico de los últimos años, al mismo tiempo que se avanza en la equidad y se crean oportunidades para todos. Para ello resulta indispensable promover el desarrollo de micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYME) en toda la región, en cada localidad, en cada pueblo. Nos referimos a empresas competitivas, innovadoras y productivas, formales o en vías de formalización, que accedan a los servicios financieros, tecnológicos y empresariales, estén adecuadamente organizadas y articuladas con los mercados. 

Para lograr estos objetivos, la Mesa PYME del Perú ha discutido y diseñado propuestas desde 1997, que han sido presentadas a las organizaciones políticas en las elecciones del año 2001  y del 2006. Ellas se sintetizan en cuatro estrategias, adecuadas las características de diversidad existente en los segmentos de las MIPYME.

A. Microempresas: Desarrollo de capacidades y oportunidades para la integración de las microempresas de subsistencia y los autoempleados a la economía formal 

Las dramáticas cifras de la informalidad urbana y rural están fuertemente vinculadas al subempleo por ingresos y la alta incidencia de la pobreza. Las regiones con los mayores índices de pobreza son precisamente aquellas donde hay una mayor proporción de la población trabajando en micro y pequeñas empresas informales. El problema principal de estas unidades económicas de pequeña escala, generalmente rurales y agrícolas, es fundamentalmente de baja productividad y ello las condiciona a tener bajos ingresos, escasa capacidad de acumulación y limitado acceso al mercado. 

En este caso no se trata solamente de reducir los costos burocráticos de acceder a la formalidad (cumplimiento de las normas legales vigentes en materia tributaria, laboral, y municipal, principalmente), tarea prioritaria y fundamental; de lo que se trata ante todo es que puedan desarrollar sus capacidades técnicas, asociativas y de gestión, que incrementen su empleabilidad y productividad, y simultáneamente se les apoye en la apertura de oportunidades de mercado para sus productos, en el acceso a servicios crediticios y empresariales, y en la generación de la infraestructura básica para resolver sus problemas de exclusión.

De igual modo se deben promover las actividades económicas viables intensivas en MYPE y mano de obra, tales como el turismo, infraestructura social y productiva (construcción de vías, canales de irrigación, postas médicas, etc) servicios básicos tercerizables (servicios públicos de forestación, de recojo de desechos, de seguridad, etc.), tomando en cuenta que muchas de estas actividades están fuertemente descentralizadas y las pequeñas empresas pueden competir con éxito pues las economías de escala a veces no son significativas.

Un indicador del éxito de esta estrategia será la incorporación a la formalidad (en los tres aspectos mencionados: tributaria, laboral y municipal-localización), de las microempresas de subsistencia, la mejora significativamente en la calidad del trabajo y la protección social, así como la ampliación de puestos de trabajo para los trabajadores independientes (autoempleados) de la economía formal. La capacitación, la formalización y el acceso a los mercados serán las palabras claves para medir el éxito.

B. PYMEs: Promoción de la competitividad, cooperación empresarial, productividad y acceso a los mercados para las Microempresas con potencial de desarrollo y las Pequeñas y Medianas Empresas

Una de las estrategias más exitosas que han promovido los países que han transitado al desarrollo es la integración de las MYPE en las cadenas productivas y los conglomerados empresariales en los territorios. En las cadenas productivas y los conglomerados, las MYPE - sobre todo aquellas que tienen potencial de desarrollo competitivo-, pueden lograr el entorno adecuado para aumentar su competitividad, a través de la especialización, la cooperación entre empresas del mismo tamaño o con empresas de diversa escala, el aprendizaje y la difusión del conocimiento y el acceso a los clientes y proveedores. Esta estrategia se despliega en territorios específicos donde es importante la presencia de diversas instituciones de soporte y de servicios de conocimiento. Por ello es una estrategia clave para el desarrollo económico local y regional y la proyección de los territorios al mercado global. 

En este campo buscamos: 

· Acceso a mercados  internos: Promover el acceso de las MYPE urbanas y rurales a los mercados internos públicos y privados, a través del estímulo de su articulación comercial como proveedores directos o subcontratistas del mercado estatal y  de las cadenas de grandes minoristas. Asimismo, establecer estrategias creativas para la innovación y desarrollo de nuevas modalidades de comercio y servicios - como la agrupación de oferta y las franquicias – asegurando control de calidad, volumen y cumplimiento, como oportunidad frente a la intensificación de la competencia comercial.

· Internacionalización de las empresas: Facilitar el acceso a los mercados internacionales de MYPE empresas urbanas y rurales con potencial exportador y competitivo de manera directa o indirecta, para aprovechar las oportunidades de nichos de mercado externos y superar las restricciones de escala de los mercados nacionales. Ello significa apoyar la preparación de las PYME para lograr una participación exitosa en los procesos de integración regional 

· Cadenas Productivas: Promover una estructura productiva más articulada donde las empresas grandes y las pequeñas, los fabricantes, subcontratistas y proveedores de insumos o componentes puedan formar cadenas productivas eslabonadas, competitivas y flexibles, aprovechando los  procesos de aprendizaje y de transferencia de tecnología que se dan desde las empresas y productores urbanos y rurales hasta los agentes comerciales en los mercados internacionales.
· Conglomerados: Propiciar la cooperación y asociatividad empresarial en los conglomerados territoriales que muestran especialización sectorial (como El Porvenir en Trujillo o Gamarra en Lima), donde tienen presencia las MYPE, explotando las ventajas de economías de aglomeración, localización y de escala. Las regiones y localidades actualmente compiten en el mundo desde sistemas productivos locales, que se caracterizan por la concentración sectorial y geográfica de empresas que producen y venden una gama de productos relacionados o complementarios y en consecuencia se enfrentan con retos comunes y oportunidades.

· Mercados de Servicios: Promover el desarrollo de proveedores de servicios modernos a las empresas – logística, capacitación, asesoría, diseño, ingeniería, software, etc. - que añadan valor a los productos de las MYPE y que a la vez se puedan constituir en un sector generador de empleo, aprovechando su baja relación capital-trabajo.

· Mercados financieros: Promover el acceso de las MYPE a los servicios financieros y la mejora de las condiciones de acceso a los mismos, mediante el estímulo de la competencia, la adaptación de tecnología financiera y nuevos productos financieros adecuados a sus requerimientos, como forma de financiar el crecimiento y promover la capitalización de las MYPE.

· Innovación Tecnológica: Impulsar la adaptación, transferencia e innovación tecnológica como forma de agregar valor y calidad a los procesos, productos y gestión, y aumentar las ventajas competitivas de la MYPE en mercados internos o externos, en los cuales las transacciones de bienes con valor añadido de conocimiento crecen constantemente. Los principales instrumentos son los Centros de Innovación y Transferencia Tecnológica y los Fondos concursables. 

· Tecnologías de Información: Aprovechar las ventajas de las tecnologías de información y comunicaciones (TIC), tanto para ofrecer posibilidades a empresas hasta el momento marginadas por su tamaño reducido o por su ubicación geográfica, como para incorporar las TIC en las cadenas productivas y de comercialización, a través de la promoción de empresas proveedoras de TIC – que generalmente son de pequeña escala 

· Responsabilidad social empresarial: Propiciar el desarrollo de empresas sustentables y con condiciones de trabajo dignas considerando las oportunidades comerciales crecientes y las ventajas competitivas que se presentan para empresas que producen y utilizan productos y tecnologías limpias y ecoeficientes, así como las que muestran condiciones de protección social adecuadas a los trabajadores. 

C. Emprendedorismo: Promoción de la creación de nuevos emprendimientos modernos e innovadores 

La alta tasa de mortalidad de las empresas y el escaso tiempo de vida es una de las preocupaciones frecuentes de los países desarrollados. Existe una alta tasa de natalidad de las empresas por las condiciones precarias de un mercado laboral incapaz de absorber en empresa formales a los nuevos postulantes. Sin embargo nuestra visión apunta a desarrollar nuevos emprendimientos, modernos e innovadores que ayuden a la regeneración y articulación del tejido productivo. Está ampliamente demostrado en la experiencia nacional e internacional que las empresas de más rápido crecimiento y mayor vida en el mercado son aquellas que están formadas por personas con habilidades, conocimiento y actitudes emprendedoras.

Por ello es fundamental una estrategia de promover la formación de nuevas empresas, especialmente las lideradas por jóvenes, proveyéndolas de información, capacitación asesoría, acceso a tecnología y a financiamiento adecuado, para agregar valor y conectividad productiva a la economía. 

D. Marco legal,  regulatorio y promocional: Clima de negocios amigable para las Micro y Pequeñas Empresas 

Uno de los principales problemas que tienen los empresarios de las MYPE son los fuertes costos de transacción que asumen para acceder y operar en la formalidad y el mercado. En las grandes empresas estos costos se diluyen en los costos fijos por su gran escala de operaciones, en las MYPE estos costos pueden ser vitales para poder operar en la formalidad o informalidad. 

Esta estrategia apunta a promover un ambiente de negocios de reglas claras, coherentes y predecibles basadas en una institucionalidad transparente, eficiente y eficaz. Las políticas transversales como aquellas en el ámbito de la formalización, tributaria, laboral, comerciales, financieras, de propiedad intelectual, de derechos de propiedad, entre otras, conllevan para su cumplimiento una serie de costos directos e indirectos para las MYPE. La posibilidad de reducción de dichos costos generalmente está en manos del Gobierno Central, Regional o Local. De igual modo hay costos derivados del imperfecto desempeño de las instituciones, tales como los costos de la justicia, de la seguridad o los costos asociados a la carencia de infraestructura adecuada para operar. En todos los casos las MYPE se ven afectadas en sus condiciones de competitividad.

Por ello esta estrategia está orientada a derrumbar las barreras y obstáculos que tienen las empresas MYPE en el ambiente donde operan, para poder desarrollarse adecuadamente. 

Se creará el Vice Ministerio de la Micro y Pequeña Empresa como parte del Ministerio de Desarrollo, Planeamiento Estratégico  e Innovación Tecnológica.

1.4 INFRAESTRUCTURA ECONÓMICA PARA LA COMPETITIVIDAD Y EL DESARROLLO REGIONAL

La infraestructura permite a los ciudadanos más pobres conectarse con las principales actividades económicas de sus países, abriéndoles nuevas oportunidades productivas. Además, la infraestructura reduce costos de producción y transacción y eleva el valor de los activos de los pobres. El acceso a los servicios que brinda la infraestructura permite que los agricultores aumenten sus ingresos a través de actividades “no agrarias” y amplifica sus oportunidades de trabajo. Finalmente, los caminos facilitan el acceso de los servicios de educación y salud a las zonas aisladas, elevando sustantivamente el nivel de vida de las personas que residen en dichas zonas.

Durante los últimos años, y gracias a los mayores recursos generados por el crecimiento  económico, los presupuestos de inversión pública en los sectores de infraestructura crecieron considerablemente. Los montos asignados y ejecutados se elevaron en los tres niveles de gobierno, y en términos comparativos los gobiernos subnacionales registraron mayores tasas crecimiento.
 

Sin embargo, se ha estimado que la brecha total de infraestructura el año 2008 ascendió a US$ 37,760 millones en el Perú, una magnitud equivalente al 30% del PBI, aproximadamente.
 Entre los componentes de la brecha, el sector transportes es el que tiene un mayor déficit, 37% del total. En segundo lugar, aparece el sector eléctrico y de gas natural con 31.9%, y en tercer lugar saneamiento con el 16.7% del total. Finalmente, telecomunicaciones muestra el menor nivel de déficit, representando sólo el 14.4% de la brecha total.

Actualmente, los países de la región invierten cada año alrededor del 2% del PBI en infraestructura, pero según Fay y Morrison (2005), se requiere como mínimo de entre 4 y 6% si el objetivo es alcanzar a los países más exitosos del este asiático. En la actualidad los presupuestos para inversión en infraestructura en el Perú (transportes, energía, saneamiento y agricultura), son del orden del 4.61% del PBI. Es decir, sí se dispone de recursos suficientes para alcanzar el nivel recomendado por los autores citados. Sin embargo, debido a debilidades institucionales la capacidad de ejecución de los recursos es aún reducida, y sólo se ejecuta un equivalente al 3.12% del PBI en inversión en infraestructura. Por lo tanto, el problema no es sólo de financiamiento, sino también de insuficiencia de capacidades institucionales para ejecutar inversiones públicas.

Transporte

El principal problema en este sector es el alto costo del transporte de personas y mercancías, lo que resta competitividad al conjunto de la economía. En el Perú el costo de movilizar bienes representa en promedio el 40% del costo total, mientras el referente regional es de 20%.

Es preciso destacar, sin embargo, que el gasto en infraestructura vial, ha venido creciendo a tasas elevadas, impulsado principalmente por los pagos anuales por obras (PAOs) de las concesiones de carreteras y la disponibilidad de mayores recursos fiscales. Para el año 2009 los recursos destinados a las concesiones viales fueron alrededor de US$ 500 millones. Alrededor de las dos terceras partes del presupuesto fueron asignadas a atender a toda la red vial nacional en ese mismo año. Por su parte los programas de apoyo a los Gobiernos subnacionales vienen manteniendo un ritmo de ejecución de US$100 millones por año.

Los principales problemas en infraestructura vial son los siguientes:

· Dados los niveles de tráfico, se tiene un exceso de  capacidad en una porción significativa de las vías de la Red Vial Nacional, pero dicha red tiene problemas de trazado, geometría y problemas de confiabilidad y seguridad. 

· La dispersión de la población rural que en algunos casos supera el 40%, requiere un alto número de vías en buen estado con las que no se cuenta actualmente. Sólo el 15% de los caminos rurales están en un estado adecuado con programas regulares de mantenimiento.

· Los incentivos al mantenimiento son débiles o inexistentes, a lo que se añaden problemas de financiamiento. Las curvas de deterioro de la infraestructura pública sin adecuado mantenimiento, están generando pérdidas cuantiosas de patrimonio en muy poco tiempo. No existe una solución financiera para hacer sostenible el mantenimiento, pues la cobertura del mantenimiento en la red vial nacional llega al 66%, en la red departamental a 13% y en la red vecinal al 27%. 

· Sólo un pequeño porcentaje de la red vial está en buen estado. La Red Vial Nacional no asfaltada y la Red Vial Departamental requieren de un enorme esfuerzo de rehabilitación para alcanzar niveles razonables de transitabilidad (alrededor de US$2,395 millones). Se estima que menos del 10% de estas vías se encuentra en buen estado.

· Desde el año 1991, el Estado peruano ha otorgado 13 concesiones de carreteras, tanto autofinanciadas como cofinanciadas. Pero la programación de las concesiones adjudicadas no ha sido el resultado de un proceso planificado.  

· La gestión de las redes regionales y vecinales no ha sido efectiva, aun cuando existen dos programas financiados para dicha descentralización (el Programa Caminos Departamentales y el Programa de Transporte Rural Descentralizado). 
En el caso de la infraestructura portuaria, uno de los problemas centrales es definir cómo se organiza la competencia en el segmento de contenedores en el área de influencia del Callao, y cómo se soluciona el problema de la salida de los minerales de la Sierra Central. En el tema aeroportuario, se requieren resolver los cuellos de botella de atención a los pasajeros que se registran de forma creciente en el aeropuerto Jorge Chávez. Actualmente, el principal déficit de inversión en el campo aeroportuario se concentra en los sistemas de radares y en las mejoras en los sistemas de control de tránsito aéreo. 

También existe debilidad institucional, asociada principalmente a la incompleta distribución de competencias intra e intersectorial, al carácter aún incipiente del proceso de planificación, y a limitaciones en capacidades técnicas. 

Para Fuerza Social, los proyectos más importantes en este subsector son los siguientes:

a) Completar los Corredores amazónicos con los puertos fluviales que no se han implementado: i) El corredor Lima-Tingo María-Pucallpa debe culminarse como vía pavimentada integral y debe ejecutarse el Terminal Portuario de Pucallapa, ii) En el corredor Paita Yurimaguas se ha terminado la pavimentación pero falta ejecutar el nuevo Puerto de Yurimaguas; iii) Se debe proteger las inversiones realizadas en el proyecto Iñapari Puerto Marítimo del Sur, más conocido como Interoceánica del Sur. Estos proyectos deben permitirnos integrar al Perú con los mercados de las ciudades de Manaus, Cuiaba, Río Branco y Porto Velho. 

b) Eje Vial Piura-Machala-Guayaquil y el Eje vial que podría articular a Jaén y San Ignacio con las ciudades ecuatorianas de Loja y Cuenca que debe co-financiarse con el Gobierno Regional de Cajamarca.

c) Sierra Sur para completar las conexiones entre Huancayo y Abancay, y el corredor Tarapoto-Tingo María que articularía con muchas sinergias los proyectos Paita-Yurimaguas y Tingo María Pucallpa. Si se mejoraran ambas, se lograría una vía longitudinal alterna a la Panamericana conectando la Marginal de la Selva Norte con la Longitudinal de la Sierra Sur.

d) Se ejecutará el 50% de los proyectos ampliación de la vía Pacasmayo-Cajamarca, se ejecutará Cajamarca-Kuélap a nivel de pavimento, Juanjuí-Salaverry y Chimbote-Tocache.

e) Se rehabilitarán 80,000 Km. de caminos rurales a un costo promedio de US$20,000 por Km.

f) Se rehabilitarán 7,000 Km. de caminos afirmados departamentales apoyando a los gobiernos regionales hasta con el 50% del costo.

Saneamiento

El porcentaje de la población que accede a servicios de saneamiento aumentó de 49.4% en el 2003 a 53.3% en el 2007. Pero esta mejora se concentra en Lima Metropolitana. En contraste, en el resto del país se tiene una cobertura de solo 40.4%, siendo aún más critica la situación en las zonas rurales donde se llega a 7.7%. Las zonas con los mejores indicadores de cobertura (más del 50% de acceso), son las grandes ciudades como Arequipa, Ica, Trujillo, Chiclayo, Lima, Moquegua y Tacna. En cambio los departamentos con los peores indicadores son los más rurales como Huancavelica con 13.8% y Ucayali con 17.1%. De otro lado, sólo el 29,1% de las aguas volcadas al sistema de alcantarillado mediante conexiones recibe algún tipo de tratamiento previo. Esto se agrava por las ineficiencias en buena parte de las plantas de tratamiento a nivel nacional. 

Con muy pocas excepciones, las empresas prestadoras del servicio de agua y saneamiento dependen directamente de los municipios. En el ámbito de Lima Metropolitana la empresa de la ciudad (SEDAPAL) – que depende del gobierno central -- afronta el reto de abastecer de agua potable a una creciente población capitalina, en una ciudad ubicada en un desierto, sin fuentes naturales de agua suficientes, vulnerable en extremo al estrés hídrico. Lima concentra al 30% de la población del país (más de 8 millones de habitantes) y está ubicada en una zona de la franja costera con nula capacidad de embalses al no tener presencia de lluvias (apenas 9 mm de precipitación anual), y donde discurren tres ríos cuyo caudal natural de estiaje es insuficiente para abastecer de agua potable a sus pobladores. 

La política establecida define que las tarifas o cuotas deben cubrir los costos de operación, mantenimiento y reposición, aún para el sector rural. En la actualidad, en la mayoría de los casos, los valores pagados por ese segmento solo cubren los costos variables y en algunos casos, sólo cubren un porcentaje de los costos de operación y mantenimiento. También se advierten limitaciones en las capacidades de los gobiernos regionales para la formulación y ejecución de planes de saneamiento regional. 

El presupuesto del programa Saneamiento, para el sector público, es gestionado principalmente por el Ministerio de Vivienda Construcción y Saneamiento (MVCS), los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales, principalmente a través de la estrategia del Programa Agua para Todos (PAPT), que es un mecanismo de cofinanciamiento entre el MVCS y los beneficiarios intermedios que son los Gobiernos Regionales y Locales.

La ejecución de los recursos presupuestales y la gestión del PAPT, no ha sido eficiente, así como tampoco el proceso de priorización, programación ni ejecución; sin embargo el nivel de inversión llega a los S/.1,300 millones en el año 2008 y, para el año 2010, se tiene una previsión de S/.2,400 millones. 


Contrastando con experiencias internacionales, se puede concluir que hay dos carencias principales en el PAPT: (i) el objetivo general del programa (propósito) está centrado en aspectos de infraestructura y (ii) no tiene referencias explícitas a todas las variables que la mayoría de programas similares en Latinoamérica tienen.

Para una mejor implementación de obras de saneamiento en comunidades rurales y pequeñas ciudades, es necesario tener en cuenta lo siguiente
:

· La educación sanitaria orientada a modificar patrones de conducta y lograr hábitos de hi​gie​ne en la población debe incorporarse a los criterios de intervención en agua y saneamiento.

· El impacto de las intervenciones en agua y saneamiento es mayor cuando el nivel de servicios es intra domiciliario, y debe ser acompañado siempre de programas de educación sanitaria, especialmente en el medio rural.

· Los costos asociados a la promoción de la salud deben ser compartidos entre los diferentes sectores competentes, especialmente salud, saneamiento y educación, a fin de no afectar la cobertura de los servicios con el incremento de los costos de intervención.

· La vigilancia sanitaria asociada a los servicios de saneamiento debe ser fortalecida con el fin de mejorar las evidencias de impacto y optimizar las inversiones.

· La inversión en el medio rural y en pequeñas comunidades tiene un impacto significativo en la salud, por lo que adquiere un alto valor social.

Para garantizar la sostenibilidad de las inversiones en curso, es fundamental que la inversión en infraestructura sea acompañada de la gestión adecuada de las obras implementadas. Para tal fin, la liberación de los recursos debe estar unida a una propuesta tarifaria adecuada y al compromiso de la gestión, a través de operadores especializados, y deben establecerse los incentivos y las sanciones para cada caso.

Asimismo, es importante construir un sistema de información homogéneo y generalizado, que se encuentre periódicamente actualizado en los avances de la implementación de los programas e inversiones en los niveles de gobierno nacional, regional y local, de las EPS y PES y de las unidades de gestión municipal (en el caso de las pequeñas ciudades). Esta plataforma de información permitirá conocer los avances conjuntos y es necesaria como herramienta de toma de decisiones en la búsqueda de eficiencia del gasto.

Es importante realizar modificaciones a la Ley General de Saneamiento para mejorar y clarificar la distribución de competencias en el subsector del agua potable y el alcantarillado. Así se generarían las condiciones generales para mejorar el marco institucional. A continuación, resumimos las propuestas principales:

· La ley debe clarificar la separación de funciones y los roles de cada agente: i) rol político: MVCS y Municipalidades; ii) rol regulador: SUNASS; y iii) rol operativo y de prestación del servicio.

· La ley debe orientar que las responsabilidades para el funcionamiento de las políticas financieras y sus incentivos estén claramente definidas. Los indicadores de resultados, inversiones e incentivos deben estar alineados con las diferentes instituciones públicas, que son los “principales” de la EPS (“agente”). Todas las entidades del Estado que definan metas de cumplimiento o ejecuten inversiones relacionadas con las empresas prestadoras deberían tomar en cuenta lo dispuesto en los PMO aprobados por la SUNASS.

· La Ley de Recursos Hídricos y sus implicancias en la determinación de los permisos de explotación del recurso agua debería ser revisada, especialmente en la participación de los responsables de la normativa y de la regulación de los servicios de saneamiento. Aun cuando la ley no menciona expresamente a la SUNASS como miembro de la Autoridad Nacional del Agua, el reglamento de la misma debería contemplar su participación como parte de ella. Esta entidad es la responsable del monitoreo y el seguimiento de la explotación de fuentes y el tratamiento de aguas residuales, y apoya en la definición de nuevos proyectos de inversión para incrementar la cobertura y calidad de los servicios. 
Energía

Durante los últimos 15 años ha tenido lugar una acelerada expansión del sector energía, como resultado del cambio progresivo en la matriz energética, el desarrollo de la industria del gas natural, los hidrocarburos líquidos y la industria eléctrica, que han traído consigo inversiones por un monto total acumulado del orden de US$ 10 000 millones en este período. 

Si bien la capacidad instalada y la producción de energía se han elevado considerablemente, en un contexto de rápido crecimiento económico, se estima que durante los próximos años la demanda eléctrica seguirá aumentando a tasas elevadas, como resultado de la expansión de la economía y, en particular, de la minería. Por ello es esencial promover y fomentar la inversión en energía, desde la exploración de hidrocarburos hasta el uso de fuentes energéticas limpias y alternativas, contando con la infraestructura de producción, transporte y distribución necesaria, a fin de que la energía llegue en las mejores condiciones a los consumidores intermedios y finales.
Así, en el caso del sector eléctrico, se aprecia que mientras al inicio de la década, cerca del 85% de la electricidad se generaba con fuente hídrica, en el 2009 ésta se ha reducido a un 63%, siendo el resto producido principalmente por centrales a gas natural. En particular, las centrales a gas natural procedente de Camisea, que inició operaciones en agosto de 2004, representan un 32% de la capacidad de generación del Sistema Eléctrico Interconectado Nacional. Sin embargo, pese a los beneficios del uso del gas natural en el sector eléctrico existen aspectos que mostrarían que no se está maximizando el beneficio para el país, debido a la utilización poco eficiente del gas con la instalación y operación de plantas térmicas de ciclo simple, en lugar de las plantas de ciclo combinado. 

Fuerza Social considera que el país tiene un potencial hidroeléctrico que debe aprovecharse para lo cual deben analizarse los incentivos a las inversiones en centrales hidroeléctricas. A su vez, se ha establecido que en los próximos 5 años el parque generador cuente con un 5% de centrales basadas en energías renovables no convencionales (eólicas, solares, geotérmicas, biomasa y pequeñas centrales hidroeléctricas). 

Cabe agregar que el gasto de electrificación rural a cargo del Estado se ha incrementado considerablemente desde el año 2006, y el año 2010 se habrán invertido cerca de US$ 3,800 millones. Sin embargo, a pesar de los avances registrados en la expansión de las redes y sistemas de energía, en el año 2010 la cobertura eléctrica a nivel nacional alcanzó el 85%, lo que significa que cerca de 5 millones de personas carecían de acceso a servicio eléctrico, principalmente en las zonas rurales. 

La pobreza y la dispersión geográfica de la población, que se traducen en un bajo consumo per cápita potencial y la pérdida de economías de escala, explican en gran medida por qué el Perú tiene uno de los niveles de prestación de servicios más bajos de Latinoamérica, sólo por encima de Bolivia. Esta situación es un enorme desafío y exige avanzar a soluciones innovadoras. En aquellos segmentos la política de extensión de redes no parece ser la opción más viable. En el caso de los sistemas rurales ya electrificados también se advierten serios problemas de mantenimiento debido a la escasa disponibilidad de recursos para sostener la operación y el mantenimiento, la ausencia de normatividad específica que responda a la electrificación rural y el  centralismo en la gestión, entre otros. En líneas generales, existe un modelo vertical que limita la participación de todos los agentes involucrados en la selección, priorización, diseño, construcción y administración de las instalaciones eléctricas rurales. 
En general, en el sector eléctrico se advierten varios problemas asociados a la debilidad institucional, entre los cuales puede mencionarse la ausencia de un mandato legal claro y preciso sobre el planeamiento energético, el cual debe entenderse como el conjunto de herramientas de monitoreo del desempeño futuro del sector y las reglas que promuevan la inversión suficiente. Sólo se ha avanzado en la transmisión eléctrica donde la normatividad exige un planeamiento vinculante, una vez que la propuesta del Comité de Operación del Sistema Eléctrico es aprobada por OSINERGMIN y el MINEM. 

En el caso de la promoción de la inversión en generación, existen varios mecanismos no necesariamente coordinados entre sí como las licitaciones de capacidad promovidas por el MINEM y Proinversión y las licitaciones de contratos de suministro de las empresas distribuidoras supervisadas por OSINERGMIN. También se constata que las capacidades de planificación y previsión son limitadas, que no existen mecanismos institucionalizados de coordinación entre sectores, y que el modelo de desarrollo de la electrificación rural tiene un carácter centralista.
Por otra parte, en el sector hidrocarburos se aprecia que el país ha ido reduciendo el consumo de combustibles como el kerosene y otros de menor calidad gracias a la mayor disponibilidad de GLP y recientemente de gas natural a nivel residencial, cuya penetración ha avanzado a un ritmo más lento del esperado (solo se han convertido unos 40,000 usuarios). En el sector transporte el gas natural también ha empezado a penetrar, incluso a un ritmo mayor, existen cerca de 150,000 autos convertidos, gracias a los precios promocionales para este uso. Pese a estos avances, el Perú importa una gran cantidad de Diesel 2 para su uso industrial y de transporte y si pese al proyecto de exportación de la LNG todavía tenemos un importante déficit en la balanza de hidrocarburos. 

Adicionalmente, existen algunas medidas como el mecanismo de fomento de los biocombustibles. Así, en el año 2010 se había establecido como meta que todas las gasolinas tengan un porcentaje de 7.8% de bioetanol y 5% de biodiesel en el diesel. Estas han quedado pendientes por algunos problemas en el proceso. Un último problema es la alta carga impositiva a los combustibles, la cual es más bien regresiva, y no necesariamente está relacionada al impacto ambiental de los combustibles pese a algunas mejoras realizadas en los últimos años.

El Estado tiene una importante participación en el sector energético. En efecto, Petroperú da cuenta de alrededor del 44% de la capacidad de refinación de petróleo del país, y sus ventas cubren casi el 50% del mercado de hidrocarburos líquidos. De otro lado, las empresas públicas responden por el 30% de la capacidad de generación y distribuyen electricidad al 56% de clientes del país. El rol de estas empresas no ha sido claro debido a las limitaciones que han tenido y la ambigüedad con la que han sido tratadas, impidiéndoseles algunas inversiones y dándoseles encargos en situaciones de emergencia como el alquiler de centrales eléctricas en el año 2008 debido a los riesgos de racionamiento. 

Para Fuerza Social, las principales propuestas son las siguientes:

· Se propone fortalecer el Ministerio de Energía y Minas mediante la creación de una oficina de planeamiento energético la cual realice un análisis costo–beneficio de políticas tales como:
· El fomento prioritario de las energías limpias y renovables, en particular la revisión de la cuota que debe establecerse cada cinco años.
· La promoción del uso del gas natural disponible en nuestro país y la diversificación de su oferta, en reemplazo de combustibles contaminantes, a fin de facilitar el cambio de matriz energética
· La introducción paulatina de biocombustibles en el transporte.
· El fomento de actividades de investigación, desarrollo e innovación en la industrialización del gas natural
· El análisis de los tributos a los combustibles y su relación con las externalidades que generan y posibles propuestas para discutirse con el MEF. 
· La aprobación de la construcción de líneas de transmisión y ductos de gas natural, algunas de las cuales tienen procedimientos propios pero que es necesario introducir en un análisis integral. 
Esta oficina deberá presentar un análisis de costo–beneficio total para la aprobación de cuotas o nuevas inversiones, en particular si son financiadas mediante tarifas que afectan a todos los usuarios. Asimismo, en base a un proceso de monitoreo de las necesidades de inversión del sector debe identificar conjuntamente con Proinversión, el MINEM y OSINERGMIN la forma de alcanzar estas inversiones, ya sea mediante procesos de participación privada, cofinanciamiento del Estado y, de ser necesario, la participación de las empresas estatales mediante encargos directos que no impliquen un deterioro de su situación financiera.

Fuerza Social considera que el gas debe ser utilizado, de manera prioritaria, en el consumo de los hogares, como combustible para el parque automotor, y como fuente de energía para elevar la competitividad de las empresas localizadas en nuestro país. Al respecto, el aprovechamiento racional de los yacimientos de gas requiere con urgencia de la adopción de un marco legal y regulatorio que haga posible el desarrollo de una red de gasoductos regionales, que abastezcan de gas todo el territorio nacional. Actualmente sólo Lima y el Sur Chico gozan del beneficio del gas.

El Gobierno actual ya se comprometió a promover la construcción de los ductos del Sur, hacia Cuzco, Puno e Ilo (que podría extenderse hacia Tacna), así como el ducto hacia el Centro (abasteciendo Huancayo con salida a la costa por Chimbote). Sin embargo, el marco institucional vigente no ofrece incentivos suficientes a la inversión en redes de ductos regionales, considerando las proyecciones de demanda regional. 

Uno de los problemas centrales a resolver es la determinación del nivel de las tarifas de transporte. El ducto de Camisea tiene una tarifa de transporte de US$ 0,89 por mil pies cúbicos, pero los nuevos ductos en la sierra sur podrían tener un peaje considerablemente mayor, debido a que atravesarían la selva y la cordillera. Con peajes elevados es poco probable que se generen incentivos a la localización de centrales térmicas e industrias intensivas en uso de energía, en los departamentos donde se extiendan los ductos, pues tendrían que pagar un precio de transporte mucho mayor que las establecidas en Lima.

Para enfrentar este problema Fuerza Social propone modificar el marco regulatorio del transporte por ductos, adoptando un esquema de tarifa de transporte única a nivel nacional -- independiente de la distancia transportada --similar al utilizado en varios países de Europa. Este esquema – que se mantendrá vigente durante el período requerido para el desarrollo de las redes de ductos regionales -- permitirá  socializar los costos más altos de dichos ductos, estableciendo condiciones  equitativas que incidirán en las decisiones de localización de las empresas, ofreciendo un estímulo adicional para la descentralización de las inversiones. 

Cabe precisar que OSINERGMIN ya ha establecido el marco para el cálculo de esta tarifa; y ya definió la metodología de cálculo para todos los gasoductos existentes o que se construyan durante los próximos 20 años. Esto permitirá el desarrollo de una red nacional de gasoductos destinados abastecer el servicio público de transporte de gas (concepto análogo al de Sistema Principal de Transmisión Eléctrica). Concluido este período de desarrollo – que podría durar 20 años -- se adoptará el nuevo esquema de peaje por distancia, a fin de evitar que los costos de ductos caros sean trasladados a todos los usuarios del sistema.

Asimismo, se propone evaluar mecanismos para promover el uso eficiente de la extracción de recursos como el gas natural como el análisis de las prioridades entre los diferentes usos, incluyendo el no energético, el rediseño del sistema de regalías de tal manera que el Estado se beneficie de las posibles cuasirentas, y el establecimiento claro de la garantía de suministro interno.

También se propone promover los acuerdos de integración energética en la actualidad inexistentes o poco operativos de tal forma de mejorar la confiabilidad del suministro de electricidad, y eventualmente de gas natural, así como de usar de forma más adecuada los recursos, siempre manteniendo los intereses y seguridad de suministro del país en primer lugar. 

El gobierno nacional y los gobiernos regionales deben concretar un acuerdo en relación a: 

· Alcanzar a abastecer al 50% de la población rural, que los cinco departamentos con menor coeficiente alcancen el 75% (Cajamarca, Amazonas, Huanuco, Loreto y San Martín) y que las 52 provincias menos atendidas logren una cobertura de por lo menos el 50%.

· Permitir que los programas de expansión en sistemas aislados, puedan incluir nuevas tecnologías en desarrollo y estándares de calidad menos estrictos, a fin de que sea económicamente rentable el servicio en sectores de menores recursos económicos.

· Priorizar la asignación de recursos en los territorios y áreas que están lejos del Sistema Eléctrico Interconectado Nacional.

· Priorizar la asignación de recursos hacia los proyectos de energías renovables. Avanzar en la eliminación de todas las barreras que dificultan el desarrollo de los proyectos de energías renovables. 

· La Reglamentación de la Electrificación Rural debe reorientarse a fin de promover la incorporación de los gobiernos regionales y municipales a la política de expansión, respetando sus competencias exclusivas y facilitando que colaboren con fondos de cofinanciamiento de inversión y aportes a la operación, en casos en los que sea necesario. Los Gobiernos Regionales y Locales son los protagonistas principales en la definición del plan regional de electrificación, en la promoción del mismo y en la ejecución. La DEP gradualmente, se convierte en una entidad financiera que co-financia proyectos, induce buenas prácticas y favorece a las zonas con poblaciones menos atendidas con mecanismos indirectos.

· Se proponen las siguientes medidas en el proceso de electrificación rural: 

· Las normas técnicas de electrificación rural se revisan y se logra un nuevo marco técnico mucho más flexible que permite adaptar soluciones a la diversidad de situaciones de las poblaciones rurales no atendidas. En particular, los proyectos predominantes dejan de ser las extensiones de redes y la prioridad de la asignación de recursos se mueve hacia sistemas aislados, con preferencia en soluciones de energía renovable.

· Los indicadores de resultado que se monitorean dejan de ser sólo indicadores de metas constructivas y número de familias potencialmente beneficiadas, y se pasa a medir los siguientes indicadores: i) familias realmente atendidas; ii) actividades económicas incorporadas al mercado; y iii) rendimiento de las instalaciones.

· Se promueven múltiples modelos de gestión que reflejan la diversidad de soluciones que se generan por la profundización de la descentralización. Se promueven microempresas para la operación de sistemas aislados.

· Se crean mecanismos compartidos de subsidio entre el nivel municipal y el nacional para abastecer a las zonas actualmente fuera de la frontera de sostenibilidad, lo que incluye facilitar el uso de una parte de los recursos del canon con estos fines. 

· Exonerar del IGV y aranceles la importación de equipos destinados a proyectos de energía rural.

· Se revisará el modelo tarifario para sistemas rurales, asumiendo la inversión pública en energía rural como un costo hundido, y privilegiando los objetivos de confiabilidad de los sistemas rurales.

· ADINELSA, transfiere sus conocimientos de los procesos post-construcción en electrificación rural a las Direcciones Regionales de Energías y Minas. La DEP transfiere a dichas instancias las capacidades para calificar los proyectos. 

· Las empresas de distribución de electricidad se transfieren a los gobiernos regionales y se convierten en las unidades formuladoras por excelencia de los proyectos de inversión pública dentro de la frontera de sostenibilidad. 

· Respecto al uso del gas natural se propone utilizar mecanismos de subsidios y financiamiento que permitan una efectiva penetración del gas natural a nivel residencial. Asimismo, se propone revisar las medidas de promoción en su uso petroquímico de tal forma que pueda efectivizarse su aprovechamiento en este segmento mediante una política integral, que incluya la forma como se le de prioridad en las licitaciones de contratos de los nuevos yacimientos. Todo ello debe estar establecido de forma clara en la normatividad para que los inversionistas sepan ex ante las reglas de juego en el sector. 

Telecomunicaciones 

Se propone un rediseño de las políticas de desarrollo de las telecomunicaciones orientándolas hacia la banda ancha. El despliegue de infraestructura de banda ancha (red dorsal de fibra óptica) en todas las regiones del país será considerado de prioridad nacional, teniendo en cuenta su trascendencia para la mejora de la competitividad y el impacto que tiene en la solución de problemas sociales, la creación de nuevas oportunidades, el acercamiento del Estado al ciudadano y la reducción de la pobreza. Para ello se reformularán las políticas y estrategias de telecomunicaciones a fin de incentivar el despliegue de dicha infraestructura, y para promover la competencia efectiva en la oferta de servicios de acceso a Internet de alta velocidad. 

A diferencia de la visión anterior, orientada primordialmente a los servicios de telefonía, bajo el nuevo paradigma de la banda ancha será posible tener además servicios de datos, vídeo, audio, etc., todos sobre la misma infraestructura. A fin de lograr dicho propósito se reformularán las políticas de desarrollo de todos los servicios (telefonía fija, servicios móviles, televisión por cable, portadores) relacionados a la banda ancha, a fin de uniformizar las condiciones normativas bajo las cuales se prestan (canon por el espectro radioeléctrico, aporte al FITEL, etc.). En esta nueva visión de desarrollo del sector, no solamente se tendrán en cuenta los servicios denominados finales (telefonía fija y servicios móviles), sino todos aquellos que sirven de soporte al desarrollo de Internet. En esa línea, se promoverá explícitamente la competencia basada en infraestructura del servicio portador de larga distancia, lo cual se soportará en la citada red dorsal de fibra óptica.

Por el lado de la demanda se establecerán políticas y estrategias para impulsarla de manera agresiva, tanto a nivel individual, como también por parte de las empresas y del Estado. Cabe señalar que la demanda de los servicios de banda ancha trasciende más allá del sector telecomunicaciones a través de las aplicaciones de las Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC), siendo ello una evidencia de la nueva sociedad de la información y el conocimiento. En tal sentido, se promoverá el uso intensivo de las Tecnologías de la Información y Comunicación (TIC), priorizando áreas tales como salud, educación, agricultura, medio ambiente, trabajo, prevención de desastres, seguridad, gobierno electrónico, entre otros. Se capacitará a los sectores de la población menos favorecida en el uso de las TIC, a través de programas especialmente diseñados, a fin de promover la apropiación y mejor aprovechamiento de las herramientas tecnológicas. 

Asimismo se promoverá en forma agresiva el desarrollo del comercio electrónico, incorporando a las PYMES y MYPES a los nuevos escenarios del comercio mundial a través del Internet. Por el lado del Estado, se creará un programa de digitalización masivo de expedientes y de trámites completamente electrónicos, optimizando la eficiencia y competitividad del sector público, así como la simplificación administrativa. En el caso del gobierno electrónico, se le otorgará la más alta prioridad y un rango jerárquico superior, teniendo en consideración que significa la herramienta más eficaz de acercamiento del Estado al ciudadano, en especial a aquellos que se encuentran en las zonas alejadas y menos favorecidas. 

Se pondrá en marcha un programa de ciudades digitales a nivel nacional, en función de la disponibilidad de infraestructura de banda ancha. Todo ello significará además una oportunidad para que se promueva la investigación, desarrollo e innovación mediante TIC, buscando soluciones lideradas por el sector público, convocando a la academia y al sector privado. 

Para viabilizar lo anterior, se establecerá el cargo de funcionario líder de TIC en todas las entidades estatales, con el rol de diseñar estrategias y promover la investigación, desarrollo e innovación con TIC en temas de gran impacto social, e impulsar el gobierno electrónico, en consonancia con las directrices establecidas en la estrategia nacional de gobierno electrónico y con una nueva versión de la Agenda Digital. 

Se establecerán metas de cobertura de servicios de gobierno electrónico a nivel nacional. Asimismo, se ampliará el alcance del actual FITEL, para incluir además de los servicios de banda ancha, a todos los aspectos relacionados a las TIC, cubriendo tanto la oferta como también la demanda de servicios. Similarmente, se redefinirá el rol del INICTEL-UNI, en función de las nuevas políticas y orientaciones propuestas.

1.5 POLÍTICA AMBIENTAL

La Política Ambiental tiene por objetivo garantizar el derecho de las presentes y futuras generaciones de peruanos a vivir en un ambiente adecuado para su pleno desarrollo y el de sus comunidades.  Para ello:

a) Se mejorará de forma continua la calidad ambiental en las ciudades y poblados del país.

b) Se establecerán las condiciones institucionales que garanticen el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales del país en el marco del ordenamiento territorial.

c) Se definirá una política activa de adaptación y mitigación ante el cambio climático global.

d) Se asegurará la protección de la diversidad biológica del país, en particular los bosques amazónicos, con la participación de las poblaciones locales, en particular los pueblos indígenas.

Situación actual

Los principales problemas ambientales del Perú están vinculados al deterioro de la calidad ambiental, en particular en algunas áreas críticas, tanto en las ciudades como en el ámbito rural, afectando tanto la salud de las personas, como generando afectaciones sobre bienes privados y públicos necesarios para las actividades de la población local.  

Las ciudades más importantes del país presentan problemas de contaminación del aire, fundamentalmente por problemas con el tránsito y ciertas industrias focalizadas en puntos del país como consecuencia de actividad industrial o minera. Apenas algo más del 30% de los residuos sólidos del país se disponen adecuadamente, y los residuos peligrosos se manejan en muchos casos sin las mínimas normas de seguridad, incluyendo el uso doméstico y agrícola (que generan mayores riesgos).  Sólo una empresa tiene autorización para operar un relleno de seguridad (para residuos peligrosos). De otro lado apenas se tratan el 29,1% de las aguas residuales de las ciudades.

Asimismo, Fuerza Social otorgará una atención especial al manejo sostenible de los recursos hídricos del país. Al respecto resultan alarmantes los signos de reducción de la disponibilidad del agua en algunas cuencas, como consecuencia del calentamiento global, siendo especialmente crítica la situación de áreas que ya se encuentran bajo estrés hídrico.  El enorme crecimiento de la población de las ciudades de la costa, en particular en Lima, ha generado que más del 56% por ciento de las personas resida en dicha zona del país, la cual utiliza como principal fuente de agua para sus actividades los ríos de la vertiente del Pacífico (además de las aguas subterráneas y el trasvase de agua hacia Lima) los cuales tienen apenas el 2.2% de la disponibilidad anual de agua dulce del país.  Si a lo anterior sumamos la población de la sierra ubicada en zonas semiáridas y húmeda seca, llegamos al 80% de los habitantes del Perú.  A esto debe añadirse la mala calidad del agua en ríos de la importancia del Rímac, el Chili o el Mantaro, y los problemas de sobreexplotación de la napa freática.

La pérdida de bosques y la erosión de los suelos amenazan con poner en riesgo la base de subsistencia de poblaciones con menores recursos económicos, siendo la actual tasa anual de deforestación anual de más de 100,000 has al año, significando, al mismo tiempo, una amenaza sobre nuestra diversidad biológica. Aunque el Perú ha hecho un gran esfuerzo por crear Áreas Naturales Protegidas, las cuales representan más del 15% del territorio nacional, el Estado invierte algo más del 10% de lo requeriría para su conservación y manejo adecuado, a pesar que ellas aportan bienes y servicios ambientales que se han valorizado en 1 125 millones de dólares al año.  Tampoco debe dejarse la conservación de los recursos marinos, los cuales siguen encontrándose en riesgo de sobreexplotación, o por la contaminación en ciertas áreas de la costa.

Por otro lado, es necesario incorporar el desarrollo de la minería y de los proyectos energéticos (hidrocarburos, hidroeléctricas, etc.) dentro de una estrategia nacional de desarrollo sostenible y de ordenamiento territorial, que permita mantener su significativa contribución a la economía nacional, otorgue oportunidades reales de prosperidad a las comunidades locales y asegure, sea respetuoso del ambiente, teniendo como base una relación entre el Estado, las comunidades y las empresas, basadas en el diálogo y el respeto muto.  No deben dejarse de lado los miles de pasivos ambientales sin solución en todo el país, en particular los generados por la actividad minera y petrolera.

Los problemas ambientales son acompañados de la falta de confianza de la población en el accionar del Estado en materia ambiental.  La percepción de la ciudadanía es de una administración incapaz de garantizar un ambiente de buena calidad, con una débil capacidad para fiscalizar el cumplimiento de las normas ambientales y con una conducta que promueve las inversiones sin considerar los costos ambientales, en particular los que afectan a las poblaciones más vulnerables.  Esto ha afectado severamente la capacidad de prevención y solución de los conflictos sociales, y constituye una amenaza para la credibilidad del aparato estatal.

Institucionalidad y políticas públicas prioritarias

Fuerza Social considera que el actual marco institucional construido alrededor del Ministerio del Ambiente ha constituido un paso importante pero absolutamente insuficiente para conducir un programa como el señalado anteriormente.  
Por ello:

i. Reformaremos y fortaleceremos el Ministerio del Ambiente mediante las siguientes acciones:

a. Adscribir al MINAM la Autoridad Nacional Forestal.

b. Reformar el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental –OEFA, con un diseño institucional que garantice su más alta autonomía, similar al que tienen los organismos reguladores, a fin de aislarlo de las presiones del poder económico y del juego político. Este diseño debe incluir la dirección colegiada a cargo de un directorio integrado por profesionales calificados, elegidos por concurso público, con mandatos de duración definida y que no puedan ser removidos arbitrariamente, así como autonomía presupuestal, con una parte de los recursos provenientes de los aportes de las empresas sujetas a fiscalización. Si no cumplen estas condiciones, sería preferible que el personal y las funciones de fiscalización asignadas recientemente a la OEFA, retornen al OSINERGMIN

c. Fortalecer una red de entidades técnicas y científicas incluyendo las ya adscritas IIAP, IGP y SENAMHI, agregando al IMARPE (actualmente en PRODUCE) y al CENSOPAS (actualmente en salud).

ii. Construiremos un proceso ordenado de descentralización de las funciones y atribuciones ambientales en materia de evaluación de impacto ambiental y fiscalización ambiental, mejorar la capacidad de aplicación y cumplimiento de la política y la normativa ambiental por parte de las entidades responsables en los niveles nacional y regional.

iii. Mejoraremos los mecanismos de participación ciudadana y de acceso a la información (transparencia) para la gestión ambiental.  Asegurar la plena aplicación del derecho a la consulta de los pueblos indígenas establecido en el Convenio 169 de la OIT.

iv. Fortaleceremos la gestión sostenible de la biodiversidad, en particular la existente en los bosques naturales, para lo cual es indispensable una Ley Forestal y de Fauna Silvestre que equilibre los objetivos de aprovechamiento sostenible de los recursos forestales, con las exigencias ambientales y sociales.  Esto es particularmente relevante en el contexto del cumplimiento del anexo forestal del Acuerdo de Promoción Comercial entre el Perú y los Estados Unidos de Norteamérica,  y considerando los conflictos sociales ocurridos con la población indígena de la Amazonía.  

v. Del mismo modo, fortaleceremos las capacidades del nuevo Ministerio de Desarrollo, Planeamiento Estratégico  e Innovación Tecnológica, que absorberá al actual Ministerio de la Producción, para garantizar la aplicación efectiva de las normas que regulan el aprovechamiento sostenible de los recursos pesqueros, sancionando a los infractores de dichas normas.

Para hacer viable nuestra propuesta de política ambiental, concentraremos los esfuerzos en cuatro temas estratégicos:

a) Objetivos de política ambiental: La agenda ambiental se expresará en un conjunto acotado de objetivos de política claramente definidos: duplicar el gasto público en materia ambiental, generar capacidades de gestión ambiental en los niveles regionales de gobierno, completar los instrumentos de gestión ambiental previstos en la Ley General del Ambiente, promulgar la Ley de Aire Limpio, entre otras.

b) Temas articuladores: Utilizaremos aspectos centrales de la agenda ambiental para dinamizar y orientar la aplicación efectiva de la política ambiental.  Los temas sugeridos son: Cambio Climático, Agua Dulce, Biodiversidad, Bosques Naturales/Deforestación, Ecosistemas marino-costeros/pesca, Atención de las actividades ilegales contaminantes (minería ilegal, tala ilegal, narcotráfico) y Materiales y Residuos Peligrosos.

c) Vincularemos la agenda ambiental a la agenda del desarrollo, en especial a la reducción de las inequidades.  Lo ambiental no alcanzará apoyo ni resultados si es que no se logra vincularla directamente con opciones concretas de desarrollo y de combate contra la pobreza.  De otro lado los impactos ambientales pueden agravar las inequidades, en especial porque las personas con menos recursos tienen también menos capacidades para enfrentar los problemas de vulnerabilidad.

d) Financiamiento. Ampliaremos las opciones de financiamiento de la gestión ambiental, incluyendo mecanismos de internalización de costos, el pago por servicios ambientales, el establecimiento de tributos orientados a financiar la gestión ambiental, el uso obligatorio de parte del impuesto de la renta por extracción de recursos naturales para tareas de fortalecimiento de la gestión ambiental así como la conformación de fondos y fideicomisos que aseguren la sostenibilidad de programas o proyectos de gestión ambiental, incluyendo el sostenimiento de las Áreas Naturales Protegidas y la atención de los Pasivos Ambientales.

Política Ambiental en Minería y Energía 

Dada la importancia económica del sector minero-energético para el país, la política ambiental en este sector debe contar con objetivos e indicadores de gestión propios, en el marco de la política ambiental general arriba descrita y bajo el liderazgo del Ministerio del Ambiente.  Fuerza Social considera que las actividades en dicho sector deben ser objeto de un marco regulatorio fuerte, el cual debiera guiarse por los siguientes principios:

a) La Política del Gobierno tendrá como principio que los proyectos mineros y energéticos deben ser construidos a partir de prácticas caracterizadas por el diálogo, la transparencia y la buena fe.  Se requiere desarrollar mecanismos de efectiva participación y negociación con las comunidades locales, partiendo del reconocimiento de que la minería beneficia a todo el país, pero son las personas de las comunidades del entorno quienes enfrentan la gran mayoría de los riegos que ella conlleva.  Es de particular importancia la aplicación efectiva del derecho a la consulta de los pueblos indígenas previsto en el Convenio 169 de la OIT.

b) Es necesario asegurar que los pobladores rurales no vean afectada su seguridad alimentaria y capacidad de generación de ingresos. Aún más, para Fuerza Social, la promoción de la actividad minera debe constituirse en palanca de desarrollo para garantizar el bienestar de estos pobladores.

c) Garantizaremos la autonomía técnica de la autoridad ambiental para otorgar licencias como base para generar confianza entre las distintas partes involucradas. La regulación ambiental no debe depender exclusivamente del Ministerio de Energía y Minas, cuyo rol central es la promoción de la minería. Es necesario establecer fórmulas institucionales que aseguren un proceso de evaluación más amplio, con la participación de todos los actores. En el caso específico de la OEFA, y en línea con lo ya señalado, se propone fortalecerla con un “blindaje institucional” similar al que actualmente tienen los organismos reguladores. De otra manera sería mejor transferir su personal y sus funciones al OSINERGMIN, que sí cuenta con dicho blindaje.

d) El tratamiento de los pasivos ambientales es una de las áreas prioritarias siendo que pueden constituir un esfuerzo grande para el fisco, por lo que debe contarse con un plan que establezca las prioridades en base al riesgo ambiental. Además, la implementación de programas de monitoreo de pasivos ambientales es fundamental. Para pasivos de responsable no identificados, se analizará el desarrollo de fondos con participación privada y pública.

Los recursos que genera la minería deben ser reinvertidos en crear nueva capacidad productiva. Dentro de una reforma integral del sistema educativo, proponemos que el gobierno central invierta una parte sustancial de los recursos fiscales generados por la minería en el mejoramiento de la calidad educativa rural y, asimismo, genere los mecanismos para que municipios y regiones hagan lo propio. Asimismo, los recursos de la minería deben también ser reinvertidos en ciencia y tecnología y la provisión estratégica de bienes públicos para el desarrollo de actividades económicas alternativas, como pueden ser la agricultura y el turismo.
1.6 CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN

La construcción de capacidades científicas y tecnológicas, tanto a nivel nacional como también en cada región, es una condición fundamental para generar las innovaciones requeridas para asegurar el desarrollo del Perú y la calidad de vida de las generaciones futuras. Lamentablemente, y no obstante algunas iniciativas de origen más reciente, el Perú aún se encuentra bastante rezagado, en relación a otros países latinoamericanos, en lo que se refiere a la magnitud de sus inversiones en ciencia, tecnología e innovación.  Como porcentaje del PBI, el Perú sólo invierte alrededor de la cuarta parte de lo que invierten, en promedio, otros países de América Latina y El Caribe y casi la décima parte de lo que invierte China. La situación actual en innovación, ciencia y tecnología es insostenible, por lo que sin un cambio radical en este campo será imposible aumentar la productividad, la competitividad, reducir pobreza y mejorar la calidad de vida de las personas.

Fuerza Social hace suyas las recomendaciones y propuestas formuladas en el marco del “Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para la Competitividad y el Desarrollo Humano 2006-2021” (PNCTI), formulado por el CONCYTEC, como organismo rector del sistema. Dicho Plan, aprobado en enero del 2006, es el primer instrumento de política en Ciencia y Tecnología vigente en el Perú.  El objetivo general a alcanzar en el año del bicentenario, es “asegurar la articulación y concertación entre los actores del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SINACYT), enfocando sus esfuerzos para atender las demandas tecnológicas en áreas estratégicas prioritarias, con la finalidad de elevar el valor agregado y la competitividad, mejorar la calidad de vida de la población y contribuir con el manejo responsable del medio ambiente”.  
Si bien este plan se puede perfeccionar y adecuar a las realidades del 2010, tanto a nivel nacional como a nivel internacional, luego de la crisis financiera del 2008, la recesión mundial del 2009, y la emergencia de China e India en la escena económica y política mundiales, el desafío de desarrollar capacidades en el campo de la ciencia, la tecnología e innovación tiene hoy una importancia estratégica fundamental y no puede ser postergado.

Por ello Fuerza Social se compromete a lo siguiente: 

· Formaremos una “masa crítica” de investigadores en temas prioritarios. Para ello: 

i. Financiaremos entre 700 y 1,000 becas integrales anuales para estudios de doctorado en ciencias e ingeniería, en universidades del exterior reconocidas internacionalmente. De esta manera se van calificando los recursos humanos necesarios para mejorar la calidad de la investigación y acelerar sus aplicaciones al mundo productivo. Los destinatarios serán los investigadores actuales, los alumnos destacados y profesionales con vocación de investigación vinculados a las universidades y a los institutos de investigación. La selección de las personas beneficiadas con las becas estará a cargo de un organismo que cumpla las mismas condiciones de independencia y profesionalismo que en el manejo de los fondos concursables. 

ii. Pondremos en marcha un programa de repatriación de investigadores de alto nivel con adecuadas remuneraciones y buenas condiciones de trabajo, incluyendo el equipamiento de laboratorios donde puedan desempeñar con eficacia sus funciones.  

iii. Llevaremos a cabo un programa piloto de “importación” de investigadores destacados, especialmente aquellos de países emergentes, a los que se puede atraer con una inversión comparativamente menor.

· Crearemos un sistema de incentivos para los actuales investigadores en las universidades e institutos de investigación, basado en la meritocracia, de manera que puedan incrementar significativamente sus ingresos en función a la calidad de los resultados de sus investigaciones. El sistema actual de remuneraciones no genera suficientes incentivos para investigar con estándares de excelencia. Los beneficios otorgados no dependen del desempeño lo cual hace difícil superar la mediocridad y transformar el statu quo. Fuerza Social promoverá activamente la investigación en la Universidades, creando líneas de carrera para investigadores, distintas a las líneas convencionales de la carrera docente. 

· Consolidaremos y ampliaremos los Fondos Concursables para las diversas actividades de CTI, como el FINCYT, INCAGRO y el FIDECOM, los que permiten canalizar en forma rápida y eficiente recursos para la actividades e instituciones vinculadas a la CTI y la I&D. Fuerza Social adoptará todas las medidas necesarias para que estos fondos sigan siendo gestionados con independencia y profesionalismo, pues una politización de los mismos sería nefasta para el funcionamiento del sistema de CTI. Un porcentaje de estos fondos será asignado a las Universidades públicas, que tienen una responsabilidad fundamental en asegurar la sostenibilidad de largo plazo de las actividades de I&D. 

· Priorizaremos la asignación de estos fondos en la dirección de impulsar la innovación en las empresas peruanas, fortaleciendo sus capacidades internas de I&D, incentivando su articulación y asociación con las universidades públicas y privadas, preferentemente de la misma zona geográfica, así como con los centros de investigación de excelencia. 

· Elevaremos significativamente la inversión en CTI en los próximos cinco años, empezando en el año 2011. Esta es una condición previa fundamental, pues con los niveles actuales de recursos se puede hacer muy poco y sería imposible dar el salto cualitativo que el país necesita. Considerando que la magnitud actual de la inversión en CTI se encuentra en el orden de los 250 millones de dólares anuales, estimamos que el monto mínimo de aumento en el presupuesto anual debe ser de 100 millones de dólares, hasta alcanzar los 750 millones en cinco años (2011-2016). Esto nos permitirá acercarnos al nivel promedio registrado en América Latina (0.55% del PBI) 
, y haría más alcanzable la meta del 1% del PBI al finalizar la próxima década. 

· Diseñaremos e implementaremos un sistema de incentivos tributarios para las empresas privadas que realizan actividades de Investigación y Desarrollo en los campos prioritarios del país, adaptando a nuestra realidad las mejores prácticas internacionales. 

· Terminaremos de definir, por consenso, los campos prioritarios para la investigación y el desarrollo científico, tecnológico e innovador. Esta tarea resulta indispensable puesto que un país con escasos recursos como el Perú no puede pretender resultados significativos de investigación en todos los campos del saber humano, por ellos es indispensable priorizar algunos sectores y actividades con alto potencial, ventajas competitivas, masa crítica de investigadores y conocimiento acumulado. 

· Fortaleceremos las instituciones del sistema de CTI peruano, logrando la excelencia en ellas, desarrollando los mecanismos de coordinación y articulación requeridos. Simultáneamente se potenciarán las entidades encargadas de coordinar y liderar este complejo sistema. En este campo Fuerza Social promoverá una visión compartida de largo plazo, con liderazgos eficaces y reconocidos por todos, a fin de dar el salto cualitativo que el país requiere. Estos liderazgos emergerán como resultado, por un lado, de la voluntad política del gobierno de convertir la CTI en prioridad nacional, y por el otro, de la participación de las mejores instituciones privadas y públicas reconocidas en el país y en el extranjero, así como de personalidades de prestigio internacional y nacional en el universo de la CTI. 

· El nuevo Ministerio de Desarrollo, Planeamiento Estratégico  e Innovación Tecnológica, constituirá un pilar del desarrollo del sistema de CTI peruano, y promoverá activamente la formación de una “masa crítica” de investigadores, instituciones y empresas trabajando en actividades de CTI, con nivel y certificación internacionales.

SECCIÓN 3
UN ESTADO AL SERVICIO DE LAS PERSONAS

Fuerza Social tiene un compromiso irreductible con la consolidación de la institucionalidad democrática en el país, la vigencia de los derechos humanos y el funcionamiento efectivo del Estado de derecho.  Durante el gobierno de Fuerza Social se  ejecutará un conjunto de reformas dirigidas a perfeccionar el funcionamiento y mejorar la calidad de las instituciones del Estado de Derecho, con la finalidad de contar con una estructura del Estado y un sistema político modernos, democráticos, descentralizados, garantes de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, así como de los derechos económicos, sociales, ambientales y culturales, de los ciudadanos y sus familias.

No obstante  la vigencia ininterrumpida de las instituciones democráticas desde hace ya una década, la población se siente ajena al Estado. Este es débil, desarticulado, con algunas excepciones continúa siendo empírico, pierde crecientemente autoridad y legitimidad y no cuenta con las aptitudes ni la capacidad técnica para definir y ejecutar, con eficacia y legitimidad, políticas públicas esenciales como las relativas a la salud, la educación, la seguridad ciudadana y la defensa nacional. El Estado no cuenta con una articulación institucional multisectorial y descentralizada para la planificación estratégica del desarrollo. 

No obstante la mejora progresiva de sus recursos presupuestarios y de las remuneraciones de jueces y magistrados, el Poder Judicial continúa atrapado en la ineficiencia, la corrupción y la imposibilidad de irrumpir definitivamente a la modernización tecnológica de sus procesos administrativos y judiciales. Los ciudadanos no creen en la neutralidad de la justicia, se sienten alejados y ajenos al Estado. Tienden a percibir a la autoridad estatal, crecientemente, como un obstáculo y no como un facilitador eficiente de los servicios públicos y de la gestión de la vida pública. En el ámbito de los derechos humanos la población siente con mayor frecuencia que el Estado es un potencial agresor que un garante de sus derechos y libertades. Y respecto a la democracia, según el Latinobarómetro , la población considera que presenta problemas serios de legitimidad y representación efectiva.  Un alto porcentaje de los peruanos y peruanas no se sienten incluidos en el sistema político. 

Fuerza Social considera que esta situación tiene que cambiar radicalmente. Por ello plantea una inmediata y profunda reforma del Estado 

1.7 LA REFORMA CONSTITUCIONAL
Se revisará , modificará y reformará  la Constitución de 1993 con la finalidad  de modificar la estructura del poder ejecutivo, el poder legislativo,  reformar el poder judicial, redefinir las normas del régimen económico para adaptarlas a una visión nacional, descentralizada,  moderna, social y humana de la gestión de la economía de mercado, así como para establecer los procedimientos e instancias institucionales que permitan al Estado, el  sector privado y la sociedad civil concurrir al planeamiento estratégico del desarrollo, con transformación productiva, redistribución y equidad social.  La reforma deberá profundizar, asimismo, la protección de los derechos humanos, civiles, políticos, sociales, ambientales y culturales, perfeccionar las normas relativas a la explotación de los recursos naturales, la inversión extranjera,  y establecerá nuevas garantías para preservar el principio de legalidad  y la constitucionalidad de las leyes. 

El procedimiento de la reforma de la Constitución deberá cumplir con el artículo único 206 del título VI de la Constitución de 1993, que establece que toda reforma constitucional debe ser aprobada por el Congreso con mayoría absoluta del número legal de sus miembros y ratificada mediante referéndum. La previsión de Fuerza Social es promulgar  la Constitución totalmente reformada  el 28 de Julio del año 2012. Entre las reformas constitucionales específicas se incluirá el control constitucional previo de  las leyes, por parte del Tribunal Constitucional, en el caso de los tratados internacionales, las leyes orgánicas, las leyes relativas a los derechos humanos, la salud, la educación, los sistemas de pensiones y la disposición de los recursos naturales, entre otros criterios. 

1.8 LA REFORMA DEMOCRÁTICA DEL ESTADO
La reforma  estará encaminada a lograr un Estado democrático, pluriétnico y multicultural, descentralizado, moderno, no burocrático,  capaz de ejercer con eficiencia y sin discriminación el deber de garantía de  la protección de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y ambientales de la población; apto para dirigir y concertar con el sector privado y la sociedad civil el planeamiento estratégico del desarrollo nacional , regular la economía y ejecutar las políticas públicas con eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y participación de la población; dotado de los mecanismos institucionales y funcionales para promover y consolidar la identidad y la conciencia nacional, asegurar  la seguridad ciudadana, la defensa nacional y ejercer plenamente la soberanía nacional a través de una política exterior independiente . 

La reforma  del Estado comprenderá:

a. Reforma  del poder ejecutivo, incluida la racionalización de los ministerios. Se creará el Ministerio de Desarrollo, Planeamiento Estratégico  e Innovación Tecnológica, que absorberá al Ministerio de la Producción, al CEPLAN  y  al Viceministerio de Economía del actual Ministerio de Economía y Finanzas.  Se creará también el Ministerio de Desarrollo Social que asumirá, entre otras funciones, la gestión centralizada de la política de lucha contra la pobreza, la pobreza extrema y la gestión de todos los programas sociales.  El MINDES se transformará en el Ministerio de la Mujer y las Juventudes.  Se descentralizará la sede de algunos ministerios. El Ministerio de Desarrollo Social tendrá su sede en  Ayacucho, el Vice Ministerio de Turismo  en el Cusco y el Ministerio del Medio Ambiente en Iquitos. 

b. Reforma del Congreso, incluyendo los aspectos propios de su funcionamiento, en relación a los procedimientos de la representación, la legislación y la fiscalización.  Entre las modificaciones a la estructura funcional del Congreso de la República, tendrán prioridad, el establecimiento de dos cámaras (senadores y diputados) , la eliminación del voto preferencial, la renovación por tercios,  la introducción obligatoria de la  consulta ciudadana en la elaboración de las leyes y mecanismo de consulta, participación y control de los electores sobre los representantes. Se perfeccionará el sistema de distrito electoral múltiple para hacerlo más democrático y se crearán, como parte de las políticas de inclusión, cuatro circunscripciones especiales de base territorial: para las poblaciones quechua hablantes, aymara hablantes, los pueblos amazónicos y las comunidades peruanas en el exterior. 

c. Reforma del poder judicial, se llevará a cabo con  base al informe final del Ceriajus. Se pondrá énfasis en una drástica moralización efectiva, la autonomía presupuestal del poder judicial, la tecnificación de procedimientos internos, la aplicación plena  del nuevo código procesal penal, la reforma del Consejo Nacional de la Magistratura y la introducción de criterios de interculturalidad para eliminar desigualdades y exclusión: procesos en el idioma materno de los inculpados (quechua, aymara o lenguas amazónicas) o con la traducción oficial correspondiente,  e interrelación funcional de la justicia formal con las prácticas ancestrales de solución de conflictos de los pueblos originarios, con respeto pleno a los derechos humanos. 

d. Fortalecimiento descentralizado de la Defensoría del Pueblo

e. Reforma y tecnificación de la administración pública

f. Establecimiento de los mecanismos institucionales para asegurar una coordinación funcional eficaz, transparente y participativa entre el gobierno central y los gobiernos regionales. 

g. Institucionalización de las mesas de diálogo para la prevención y solución de los conflictos sociales. 

h. Normas legales y mecanismos institucionales para prevenir y sancionar las prácticas racistas y discriminatorias 

i. Resguardo, respeto e incorporación en la estructura y funcionalidad del Estado y del sistema político  de los derechos de los pueblos originarios quechua, aymara y amazónicos, con un criterio de interculturalidad y cohesión nacional. 

1.9 PROFUNDIZAR LA DESCENTRALIZACIÓN
Fuerza Social propone al Perú profundizar la descentralización, para convertirla en  un instrumento del planeamiento estratégico del desarrrollo, la transformación productiva y el desarrollo social con redistribución del ingreso y equidad social

La descentralización es un anhelo histórico de los pueblos del Perú que                                   buscan tomar en sus manos la conducción de sus destinos y decidir el manejo de sus propios recursos, para mejorar  sus condiciones de vida y abrir las rutas hacia el bienestar y progreso sostenido. 

Los peruanos y peruanas han visto siempre en la descentralización del Estado y de la economía, un instrumento útil y necesario para superar la postergación de las provincias,  condenadas al atraso por el centralismo asfixiante.  En el escenario actual, la descentralización como proceso político y económico puede constituir, además, la plataforma que contribuya a la integración competitiva de las regiones y localidades del Perú a los mercados internacionales, a través de la adopción de nuevas tecnologías y la transformación productiva que valore el inmenso potencial de los recursos que poseen. Sin embargo,  para que estas promesas se concreten, el proceso de descentralización actualmente aplicado  en el país debe remontar su estancamiento y superar las serias distorsiones que lo traban.

Situación y problemas actuales

El proceso de descentralización en el Perú se encuentra debilitado por la incidencia negativa de:

· La escasa voluntad política evidenciada por parte del gobierno nacional para completar el proceso de transferencia hacia los gobiernos regionales y locales de competencias, funciones, empresas públicas  y recursos. Esta transferencia se ha venido llevando a cabo al margen de una visión integral y de formas de coordinación que articulen los tres niveles de gobierno como instancias interdependientes dentro de una estructura estatal unitaria y descentralizada.

· Los retrocesos habidos en aspectos clave como la coordinación entre niveles de gobierno que debe asegurar la consistencia y marcha fluida del proceso. La desactivación del Consejo Nacional de Descentralización (CND), si bien ha dado paso en el papel a la creación del Consejo de Coordinación Intergubernamental (CCI), éste no se ha implementado. En estas condiciones se mantiene una alta concentración de las decisiones fundamentales en manos del gobierno nacional, siendo patente el desmedido peso y discrecionalidad del MEF en las decisiones de política y asignación de recursos públicos en todos los niveles de gobierno.

· La pérdida de consensos básicos sobre la orientación, normatividad, estrategia  y mecanismos del proceso, por parte de los diversos actores políticos y sociales involucrados. Ello es consecuencia de que la población percibe a la descentralización crecientemente desconectada de sus demandas y necesidades más sentidas.

A lo largo de estos años, la  descentralización ha acumulado en su desenvolvimiento un conjunto de distorsiones y  asimetrías cuya corrección es fundamental para retomar el impulso del proceso. Las principales son:

· El desbalance producido entre el extraordinario crecimiento en los recursos de inversión disponibles en los gobiernos regionales y locales que perciben el canon proveniente de la explotación minera, petróleo o gas, y las limitadas capacidades de gestión  operativa de estos mismos gobiernos. Si bien los gobiernos descentralizados han realizado importantes esfuerzos por mejorar sus niveles de ejecución de la inversión pública, se han visto afectados por las restricciones impuestas desde el gobierno nacional respecto de las normas presupuestales y el régimen laboral del sector público.

· La profunda inequidad y desequilibrios existentes en materia de recursos para inversión entre los departamentos, provincias y distritos beneficiados por el canon y aquellos otros que no perciben estos ingresos.

· La parálisis del proceso de regionalización y su pérdida de  perspectiva estratégica luego del fracaso del referéndum del año 2005 y la evidente inviabilidad del modelo originalmente dispuesto por  las normas legales aprobadas en su momento: Ley de bases de la Descentralización y Ley de Integración de Regiones.

· La no aplicación de la descentralización fiscal por haberse condicionado este proceso, de acuerdo a la normatividad vigente,  a la creación de regiones en el país.

Nuestra propuesta: orientaciones generales

Fuerza Social se compromete a relanzar decididamente el proceso de descentralización, potenciando los avances –limitados pero reales- hasta hoy logrados y superando las distorsiones y vacíos existentes. 

Nuestro firme compromiso por profundizar la descentralización se apoya en  las orientaciones siguientes:

a. Colocar  las necesidades y oportunidades de la gente como el fundamento y  el eje mismo del proceso. Se trata de hacer de la  descentralización un efectivo instrumento al servicio de las demandas de la población referidas a la generación del empleo e ingresos, a la reducción de la pobreza y superación de la exclusión, a la seguridad alimentaria y al manejo sostenible de sus recursos naturales, a la seguridad ciudadana y la lucha contra la corrupción, etc. Esta es la condición básica para reconstruir los consensos de carácter social y político para relanzar con eficacia el proceso.

b. Impulsar la descentralización como parte de una reforma radical del Estado y de una transformación de la organización social, la economía y la cultura nacionales, a fin de promover las capacidades,  aprovechar las potencialidades e integrar a todos territorios de la república. Ello es particularmente importante en un país como el nuestro, signado por una geografía extensa y compleja, territorios muy diferenciados y una acentuada diversidad de culturas y condiciones naturales.

c. El gobierno de Fuerza Social  establecerá  una firme alianza  con  los gobiernos regionales y los gobiernos locales para un avance articulado y  coherente del proceso. Ello reposa en una clara distribución de competencias y funciones entre niveles de gobierno. Al respecto, Fuerza Social postula:

· Que el Gobierno Nacional retenga y perfeccione las competencias sobre política y estabilidad macroeconómica, defensa y soberanía nacional, seguridad interna y ciudadana, políticas multisectoriales, y políticas sectoriales  para el desarrollo productivo descentralizado. Estas políticas se inscribirán en el marco de un planeamiento estratégico nacional. 

· Que los gobiernos regionales asuman principalmente las competencias y tareas referidas al acondicionamiento del territorio, la competitividad, la inversión y el empleo a generarse a nivel de todas las regiones del país; y asuman decisiones de políticas públicas para el desarrollo económico y social de sus regiones. 

· Que los gobiernos locales ejerzan principalmente las competencias y tareas relacionadas con la promoción de la equidad, la igualdad de oportunidades, la gestión de los programas sociales, la seguridad ciudadana y la gestión del medio ambiente en sus circunscripciones. 

d. Superar el enfoque que tradicionalmente ha buscado enfrentar a Lima con las provincias del interior del país. Fuerza Social afirma categóricamente que el obstáculo a la descentralización en el país no es la ciudad de Lima y menos la población que reside en la capital, sino la organización y el manejo centralista del Estado que afecta también las condiciones de vida de la población limeña. Por ello es que Lima Metropolitana como región debe incorporarse al proceso descentralista y establecer alianzas y formas de cooperación provechosa con los demás gobiernos regionales.

e. Reiniciar el proceso de formación de regiones fuertes y competitivas, con el suficiente peso económico y político para hacer frente al centralismo. Las regiones constituirán núcleos de poder  con el manejo de recursos, proyectos y capacidades de gestión de volumen y calidad suficientes para contrarrestar el poder acumulado en el gobierno nacional  La nueva regionalización se sustentará en una perspectiva de largo plazo,   en propuestas de reorganización del territorio nacional y en un plan estratégico de carácter orientador. En el plano político e institucional se trata de aplicar un modelo flexible y abierto, en donde sean las propias poblaciones y gobiernos regionales y locales involucrados que,  en el marco del plan estratégico, decidan los plazos y condiciones de integración de las futuras regiones. 

f. Mejorar sustancialmente las capacidades de gestión de los gobiernos regionales y locales, principalmente en los ámbitos del planeamiento  con enfoque territorial y la programación y ejecución eficiente de inversiones. En esta perspectiva los gobiernos descentralizados necesitan contar con diversos instrumentos normativos, organizacionales y técnicos. Se trata principalmente de nuevas normas para el uso del canon y los demás recursos presupuestales, adecuación del régimen laboral, funcionamiento de centros  de planeamiento estratégico y unidades ejecutoras de inversiones altamente especializadas, mejora de los mecanismos del presupuesto participativo, funcionamiento de consejos de cuenca, potenciación de las Juntas de Coordinación Interregional y de las mancomunidades municipales.

Propuestas específicas

Fuerza Social se compromete a implementar las siguientes prioridades de política:

a. Adecuar el marco normativo de la descentralización de modo de favorecer una distribución más eficiente de competencias y funciones, facilitar las necesarias reformas institucionales de los gobiernos regionales y locales para mejorar sus capacidades de gestión al servicio de las demandas de la ciudadanía.

b. Reinstalar  el Consejo Nacional de Descentralización, como entidad conductora de la política general de descentralización,  con un Director Nacional, nombrado por el ejecutivo, con rango de Ministro de Estado. En el consejo estarán representados todos los  gobiernos regionales y el Secretario Técnico, que tendrá el rango de Vice Ministro, será nombrado por el ejecutivo de una terna propuesta  por los presidentes regionales. A las funciones del Consejo Nacional de Descentralización se añadirá aquella que obligue a la revisión de todas las leyes vinculadas a la descentralizaron de manera previa a su remisión al Congreso de la República. 

c. En el marco de la implementación del sistema de planeamiento estratégico del Estado crear y poner en funcionamiento en los gobiernos regionales Centros de Planeamiento Estratégico Regional CEPLAR y fortalecer las oficinas de planificación de las municipalidades provinciales. A estas instancias se les otorgará las capacidades y atribuciones necesarias para fortalecer el ordenamiento territorial, la gestión integrada de cuencas y una gestión eficiente y concentrada del ciclo planificación-presupuesto-programación de inversiones con vistas al desarrollo territorial en escala regional y local.

d. Impulsar la creación de los Consejos de Cuenca establecidos por la normatividad vigente relativa a recursos hídricos.  Apoyar el funcionamiento de dichos consejos con legitimidad social y participación de todos los actores sociales y económicos involucrados, otorgándoles atribuciones suficientes y capacidades técnicas para la gestión integrada del agua y de los recursos asociados en el ámbito de las cuencas hidrográficas.

e. Crear en los gobiernos regionales Unidades Ejecutoras de Inversiones altamente calificadas y de alcance multisectorial. Para ello se adecuará el régimen laboral del sector público y las normas presupuestales para permitir que los gobiernos regionales y locales fortalezcan sus equipos técnicos y profesionales a fin de que ejecuten con fluidez y con eficiencia el gasto corriente y de inversiones que se les asigna.

f. Ampliar sustancialmente los fondos de inversión descentralizada con recursos del Tesoro y de la cooperación externa, para convertirlos en  efectivos instrumentos de promoción del desarrollo territorial. Como parte de esta política se creará un fondo específico para el financiamiento de estudios de preinversión de proyectos estratégicos de alcance regional. Incrementar de manera sustantiva ostensiblemente los recursos de FONIPREL con la finalidad de fortalecer su papel en la lucha descentralizada contra la pobreza y modificar los criterios  de funcionamiento  de los Fondos de Compensación (FONCOMUN y FONCOR) con la finalidad de aumentar la ejecución de la inversión pública regional y local  que aún es baja.

g. Promover criterios de compensación y equidad en la asignación de los recursos del canon y regalías provenientes de las industrias extractivas, propugnando la solidaridad regional de modo que parte de estos recursos se destinen a las localidades más pobres de cada región. En particular, el canon adicional recaudado por el incremento del impuesto a la renta de las actividades extractivas se asignará exclusivamente a los departamentos, provincias y distritos que actualmente no perciben estos recursos.

h. En el marco de una mejora y fortalecimiento del Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP) continuar con su descentralización y adecuación a las necesidades de los gobiernos regionales y locales a fin de impulsar, además de obras de infraestructura, proyectos de formación de capital humano, proyectos de desarrollo social  y políticas públicas descentralizadas en educación salud, vivienda, proyectos de protección y compensación social e iniciativas de innovación y promoción de oportunidades en las regiones y localidades. 

i. Culminar la transferencia de proyectos, programas y empresas públicas a los gobiernos regionales y locales en el marco de una eficiente asignación de  competencias y funciones entre niveles de gobierno.  Y en una estrategia ordenada y gradual. El énfasis del proceso, más que en los procedimientos, estará puesto en el desempeño y en los resultados de la gestión descentralizada. 

j. Aplicar un agresivo Plan de Capacitación dirigido a funcionarios del gobierno nacional y de los gobiernos regionales y locales. Su ejecución requerirá la coordinación interinstitucional y la participación de distintos sectores y entidades públicas en los temas de desarrollo económico territorial y gestión pública descentralizada. Una prioridad absoluta será la capacitación en planificación, proyectos de inversión pública y privada de alcance regional y local. 

k. Fortalecer el funcionamiento y adecuar la normatividad de los Comités de Coordinación  Regional (CCR) y los Comités de Coordinación Local (CCL) como instancias con capacidad de articular el conjunto de espacios e iniciativas de participación ciudadana y democratizar las decisiones públicas en regiones y localidades.  Reforzar los mecanismos de rendición de cuentas para una mayor transparencia y eficiencia en la gestión pública y hacer eficaz la lucha contra la corrupción.

l. Impulsar decididamente en los ámbitos regionales y locales la réplica y masificación de los casos  exitosos de emprendimiento rural y urbano, en particular la experiencia de Sierra Productiva. Apoyar estos esfuerzos con el desarrollo de programas de capacitación dirigidos a organizaciones de pequeños productores urbanos y rurales en la formulación y gestión de proyectos productivos orientados al mercado.

m. Apoyar la delegación de la administración de servicios locales a las organizaciones comunales, favoreciendo su acceso a recursos públicos a través de los presupuestos participativos.

n. Potenciar las Juntas de Coordinación Interregional constituidas por los gobiernos regionales  bajo la Ley de Incentivos para la formación de Regiones. Proponemos que los departamentos que han constituido Juntas reciban incentivos fiscales con una mayor participación de lo recaudado en sus territorios por concepto de IGV, Impuesto a la Renta e ISC; y tengan acceso preferente a los recursos de los fondos de inversión para proyectos y programas de carácter inter-departamental. 

o. Promover la formación de mancomunidades municipales para la gestión de recursos y proyectos comunes y la mejora en la calidad de los servicios a la población. Impulsar, mediante  la modificación de la Ley Orgánica de Municipalidades, el establecimiento de una tipología de municipalidades que permita la aplicación de políticas e incentivos diferenciados. 

p. Fortalecer a las regiones desde sus bases otorgando a las provincias el carácter de unidades de planeamiento y programación del desarrollo territorial descentralizado, dotándolas de capacidades para encargarse del desarrollo de la infraestructura económica urbana y rural y la transformación productiva local con impacto en la inclusión social y en la promoción de las potencialidades territoriales.

q. Apoyar la incorporación de Lima Metropolitana en el proceso de descentralización a través de la transferencia de las funciones sectoriales correspondientes desde el gobierno nacional al gobierno metropolitano.

r. Avanzar en el saneamiento de los límites de las circunscripciones provinciales y distritales, fortaleciendo las instancias técnicas encargadas de conducir el proceso.

1.10 ELEVAR LOS INGRESOS FISCALES PARA REDUCIR LA POBREZA Y LA DESIGUALDAD
La presión tributaria en el Perú se ha mantenido estancada en los últimos cinco años en aproximadamente 15,5% del PBI, siendo una de las más bajas de Latinoamérica, cuyo promedio se encuentra en el orden del 19% al 20% del PBI. Debido a ello, el actual nivel de recaudación resulta insuficiente para cubrir las grandes necesidades de la población en pobreza extrema, reducir las desigualdades e impulsar el desarrollo económico y productivo.

Al examinar la composición de los ingresos fiscales se advierte que el sistema tributario peruano es regresivo, dado que los impuestos indirectos, en especial el IGV y el ISC, representan alrededor del 60% del total de la recaudación del Gobierno Nacional. Este porcentaje es excesivo si lo comparamos con el observado en países europeos, cuya recaudación de impuestos indirectos alcanza apenas el 30% de su estructura tributaria. En el Perú los impuestos directos, principalmente el impuesto a la renta y el impuesto predial, tienen una baja participación dentro de los ingresos tributarios. Esta situación es inequitativa, pues da lugar a que muchas personas más pobres tributen con frecuencia un mayor porcentaje de sus ingresos que personas más ricas.

Fuerza Social considera impostergable elevar los niveles de recaudación de los impuestos directos. Pero existen serios problemas en la política y la administración tributaria de dichos impuestos. En particular, el impuesto a la renta de las personas naturales es de base pequeña, debido a que dentro de las rentas de capital no están gravados los intereses ni las ganancias de capital. Por lo tanto, en la práctica, este impuesto afecta principalmente a las rentas del trabajo. De otro lado, los componentes de las rentas de capital que no están exoneradas tienen una tasa efectiva de 5%, porcentaje mucho menor que la tasa inferior de 15% que se aplica a las rentas del trabajo. Esta política, además de no contribuir con la equidad, genera arbitraje tributario, incentivando a que las rentas del trabajo se hagan pasar por rentas del capital.

El impuesto a la renta de las personas jurídicas presenta una recaudación altamente concentrada en pocas empresas. En efecto, más del 90% proviene de los principales contribuyentes, mientras que el resto es aportado por los medianos y pequeños. De otro lado, los montos de recaudación de este impuesto dependen excesivamente de los altos precios internacionales de los minerales. Así, el impuesto a la renta pagado por las empresas mineras corresponde a cerca del 50% del total del impuesto a la renta de las personas jurídicas, siendo estos recursos volátiles porque pueden disminuir en cualquier momento ante shocks externos.

Otra característica del impuesto a la renta de las empresas consiste en que tiene muchos tratamientos tributarios especiales, aplicados por sector económico, por zona geográfica y por tamaño de contribuyente. Varios de los beneficios y exoneraciones que otorgan estos regímenes son injustificados, afectando con ello la neutralidad y progresividad del impuesto, además de aumentar los costos de la administración tributaria.

Con respecto al impuesto predial, su recaudación es muy pequeña y alcanza apenas al 0,15% del PBI, nivel en el cual se encuentra estancado desde hace varios años. La reducida recaudación del impuesto predial se debe a la alta morosidad y a que la valoración de las propiedades sobre las cuales se calcula dicho impuesto, está muy por debajo de su valor de mercado.

Fuerza Social se compromete a implementar una reforma tributaria que promueva la equidad, aumentando progresivamente la participación de los impuestos directos en la estructura tributaria y disminuyendo la participación de los indirectos. Asimismo, la reforma debe permitir elevar la presión tributaria a un nivel más cercano al promedio latinoamericano, y que además corresponda con el nivel de PBI per capita alcanzado por el Perú.

El alcance de la reforma tributaria debe comprender no solamente los impuestos que cobra el Gobierno Nacional, sino también los impuestos administrados por las municipalidades, permitiendo así incrementar la autonomía fiscal de los Gobiernos Locales e impulsar el proceso de descentralización fiscal en el Perú.

Asimismo, dado que el aumento de los ingresos fiscales es básicamente un medio para que el conjunto del Estado ejerza su rol redistributivo, la reforma tributaria debe estar asociada a políticas que mejoren la eficiencia y eficacia del gasto público. En particular, la reforma debe vincularse a un cambio en el patrón de distribución de los recursos fiscales entre los tres niveles de gobierno, nacional, regional y local. En la actualidad dicha distribución, denominada sistema de transferencias, es discrecional, poco predecible y no responde a criterios de equidad territorial. Adicionalmente, los montos de transferencias que reciben los Gobiernos Regionales y Locales no guardan relación con las funciones y competencias que les han sido asignadas. Esta dimensión también está vinculada al proceso de descentralización fiscal.

Con la finalidad de mejorar el diseño del impuesto a la renta, se propone:

· Mejorar la equidad mediante la ampliación de la base imponible del impuesto a la renta de las personas naturales, estableciendo para ello tasas efectivas y relevantes a los dividendos, los intereses y las ganancias de capital.

· Modificar los niveles de deducciones para determinar la renta imponible del impuesto a la renta de las personas naturales, así como los procedimientos para suspender los pagos a cuenta en el caso de la renta de los trabajadores independientes.

· Aumentar la tasa impositiva de 5% aplicada a las rentas de capital.

· Reducir y simplificar los tratamientos tributarios especiales que se aplican en el impuesto a la renta de las empresas, por sector económico, por territorio y por tamaño de contribuyente.

Fuerza Social también propone reducir progresivamente el IGV, a medida que se incrementa la recaudación del impuesto a la renta, a fin de construir un sistema tributario más equitativo.

Con el objetivo de que las grandes ganancias obtenidas en las actividades extractivas – que se explican, en buena medida, por los elevados precios internacionales de las materias primas -- puedan ser mejor compartidas en beneficio de la sociedad en su conjunto -- se propone reducir los beneficios y exoneraciones tributarias que actualmente reciben las empresas en dichas actividades, siempre en el marco del respeto a la estabilidad jurídica. Asimismo, se propone elevar los porcentajes de regalías para la producción de oro, cobre y petróleo, y aumentar a 35% la tasa del impuesto a la renta a las empresas mineras.
Para alcanzar un crecimiento sostenido de los ingresos propios de las municipalidades, mejorando así su autonomía fiscal, se propone efectuar modificaciones en la Ley de Tributación Municipal que permitan:

· Establecer un cronograma para actualizar el valor de los predios a fin de aproximarlos al valor comercial.

· Otorgar mayores potestades tributarias a las municipalidades para que puedan determinar alícuotas del impuesto predial.

· Ampliar la base tributaria del impuesto vehicular.
Descentralización Fiscal

Situación actual

A pesar del crecimiento económico experimentado por el Perú en los últimos años, la presión tributaria se ha mantenido significativamente baja en comparación con el resto de países latinoamericanos. La escasez de ingresos tributarios limita el avance del proceso de descentralización, el cual requiere de mayores recursos para su consolidación. En ese sentido, resulta necesaria y urgente la implementación de una reforma tributaria en nuestro país.

De otro lado, la recaudación tributaria está altamente concentrada en el Gobierno Nacional. La SUNAT recauda el 98% de los ingreso tributarios netos, los cuales corresponden principalmente al IGV y al Impuesto a la Renta. Las municipalidades recaudan sólo el 2% de dichos recursos, provenientes fundamentalmente del impuesto predial.

Los Gobiernos Regionales no tienen la facultad para administrar ni cobrar tributos. Debido a la alta heterogeneidad de las capacidades institucionales de las Regiones y a la dificultad para identificar una base tributaria territorial en cada departamento, resulta difícil promover en el corto plazo una política de descentralización fiscal que asigne de manera generalizada a los Gobiernos Regionales la administración de impuestos.

La descentralización de los gastos no financieros en el Perú aún es débil, concentrándose fuertemente en el Gobierno Nacional. Las municipalidades han incrementado su participación en este tipo de gasto, pero los Gobiernos Regionales presentan un estancamiento en su porcentaje de participación.

A pesar de que los Gobiernos Regionales y Locales han ido asumiendo muchas funciones y competencias en la provisión de servicios públicos, la distribución del gasto corriente no les ha permitido obtener porcentajes mayores de estos recursos. En el caso del gasto de capital, las Regiones y Municipios sí han incrementado su participación, sin embargo ello no se debe a una política explícita a favor de la descentralización, sino al incremento del canon derivado de los altos precios internacionales de los minerales e hidrocarburos.

El presupuesto de los Gobiernos Locales depende en gran medida de las transferencias que reciben del Gobierno Nacional. En promedio, los ingresos propios de las municipalidades significan solamente el 30% de sus ingresos totales. Este porcentaje se reduce a menos de 14% en el caso de distritos pequeños y medianos.

Los Gobiernos Locales presentan un alto grado de heterogeneidad en la estructura de su financiamiento, debido a la gran diversidad de sus características. Los Gobiernos Locales ubicados en el área metropolitana de Lima y Callao han aumentado su nivel de independencia fiscal, por el contrario las municipalidades del resto del país redujeron su porcentaje de ingresos propios con respecto a sus ingresos totales de 27% en el 2004 a 8% en el 2008.

Existe una significativa dispersión horizontal de las transferencias per cápita que reciben los Gobiernos Regionales y Locales. La diferencia entre las Regiones que reciben mayor y menor transferencias per cápita es de 3 a 1. En el caso de las municipalidades, al evaluar las transferencias per cápita del total de Gobiernos Locales de cada departamento, las diferencias son de 10 a 1.

Asimismo, las transferencias por concepto de canon minero, canon petrolero, regalía minera y FOCAM son realizadas sin tener en cuenta criterios de equidad, como el nivel de pobreza o el porcentaje de necesidades básicas insatisfechas. Generalmente, las regiones y distritos con menor pobreza reciben un mayor monto de transferencias per cápita.

La estructura de financiamiento de los Gobiernos Regionales depende en gran medida de los fondos de Recursos Ordinarios que les transfiere el Gobierno Nacional, los cuales están sujetos a la discrecionalidad del MEF, quien fija año a año el presupuesto de las Regiones. En general, los Recursos Ordinarios no son repartidos entre los tres niveles de gobierno utilizando criterios técnicos claros y transparentes. Asimismo, estos recursos tampoco son distribuidos entre los Gobiernos Regionales mediante índices que reflejen las necesidades de desarrollo de sus respectivas poblaciones.

Las características del modelo de financiamiento de los Gobiernos Regionales no permiten que éstos puedan predecir de manera razonable sus ingresos futuros, dificultándoles por lo tanto sus labores de planeamiento, la formulación de políticas públicas de mediano y largo plazo, la implementación de estrategias de fortalecimiento institucional y la elaboración de planes multianuales de inversión.

Propuestas de política

Dado este panorama, se propone rediseñar el actual sistema de transferencias que financia a los Gobiernos Regionales. En primer lugar, con la finalidad de disminuir la discrecionalidad del Gobierno Nacional al momento de elaborar el presupuesto público y darle predictibilidad a los ingresos futuros de las regiones, su presupuesto debe ser un porcentaje fijo de los ingresos tributarios netos. En segundo lugar, este fondo de recursos debe ser distribuido entre las regiones mediante criterios de equidad y utilizando indicadores claros que reflejen las necesidades de cada una de sus poblaciones.

A través de este procedimiento, se promoverá la equidad horizontal entre los Gobiernos Regionales y, además, éstos podrían proyectar los recursos que recibirán en los próximos años en base a la recaudación tributaria estimada en el Marco Macroeconómico Multianual. Ello les dará cierto nivel de predictibilidad financiera para planificar de manera multianual sus gastos en educación, salud, agricultura, inversión pública y otros.

Se propone también revisar y evaluar Ley de Regionalización vigente, con la finalidad de diseñar una estrategia integral de largo plazo que permita avanzar en la conformación de macro-regiones. En este contexto, se establecerán de manera realista las atribuciones fiscales que las nuevas regiones requieren para su consolidación y adecuada operación.

En lo que respecta a los Gobiernos Locales, se propone implementar un plan de fortalecimiento de sus ingresos propios, así como el rediseño de su sistema de transferencias.

En este sentido, teniendo como objetivo elevar de manera sostenida la recaudación de los tributos municipalidades, mejorando así su autonomía fiscal, se propone la implementación de un programa de asistencia técnica con los siguientes componentes:

· Fortalecer la estructura organizativa de los Gobiernos Locales a través de la implementación de administraciones tributarias locales eficientes y que se organicen en torno a procesos.

· Promover mejoras en el servicio al contribuyente como: la implementación de una ventanilla única de atención, monitorear tiempos de espera, diseñar y desarrollar una página web que cumpla realmente con la transparencia de la gestión municipal.

· Facilitar la gestión de cobranzas, mejorando procesos de notificación tributos municipales, difusión de fechas de vencimiento de pago, facilidad de pagos a través de bancos e internet y procesos de cobranza coactiva, entre otros.

Adicionalmente, se propone efectuar modificaciones en la Ley de Tributación Municipal que permitan:

· Establecer un cronograma para actualizar el valor de los predios para aproximarlos al valor comercial.

· Otorgar mayores potestades tributarias a las municipalidades para que puedan determinar alícuotas del impuesto predial.

· Ampliar la base tributaria del impuesto vehicular.

El sistema de transferencias de las municipalidades debe ser re-diseñado de tal manera que pueda responder a la heterogeneidad existente. Por lo tanto, se propone realizar una categorización que permita agrupar a los gobiernos locales de acuerdo a características comunes como tamaño, nivel de ruralidad, potencial recaudador, necesidades de su población, etc. Dada esta categorización, se diseñarán mecanismos de financiamiento específicos para cada grupo de municipalidades, estableciendo un equilibrio entre el potencial recaudador de su territorio y el nivel de transferencias per cápita que reciben. Asimismo, se equilibrarán las necesidades de gasto corriente e inversión con el nivel de pobreza de la población.

De otro lado, se propone la creación de un fondo de inversión municipal, el cual agrupe a todas las transferencias que actualmente financian gastos de inversión a nivel local. Este fondo se distribuirá entre los 1834 distritos de acuerdo a indicadores que reflejen carencias de infraestructura y que midan el esfuerzo fiscal.

Finalmente, se propone la creación de fondos de estabilización para los Gobiernos Locales que reciben recursos de canon, con el objetivo de evitar los problemas ocasionados por la volatilidad observada en dichos recursos.
1.11 COMBATIR LA CORRUPCIÓN EN TODOS LOS FRENTES
La corrupción socava el Estado de Derecho y al Sistema Democrático, haciendo difícil la gobernabilidad democrática del país. Durante el segundo Gobierno del Presidente Alan García, la percepción de la corrupción ha aumentado entre la población por la falta de sanción efectiva a los responsables de los escándalos públicos de corrupción que involucraron a los más altos funcionarios del Gobierno. 
La corrupción es un problema grave que afecta al desarrollo económico del país. Las consecuencias de la corrupción son: el aumento de la pobreza, la elevación del costo de las actividades económicas, las trabas burocráticas a la inversión, la generación de pérdidas de ingresos fiscales, desincentivos a los funcionarios honestos y la relativización de la ley. Es tarea del Gobierno aprobar medidas eficaces y de corto plazo para prevenir, develar y sancionar la corrupción. La lucha contra la corrupción es necesaria y exige controlar la indebida influencia  del poder del dinero en el Estado.
En este gobierno se han estancado los avances en la lucha institucional contra la corrupción iniciados por el Gobierno de Transición Democrática del Presidente Valentín Paniagua, como la aprobación de la Ley de Transparencia, la creación de la Iniciativa Anti corrupción, que dio lugar luego a la Comisión Nacional de Lucha contra la Corrupción y la Promoción de la Ética y Transparencia en la Gestión Pública, el Código de Ética de la Función Pública, junto con las Comisiones de Transparencia y el funcionamiento de los juzgados anti corrupción, sin voluntad política y recursos efectivos  se han debilitado en los últimos tiempos.
Entre la ciudadanía la sensación de desconfianza ha aumentado en el último periodo, por los escasos resultados de las acciones de control y sanción así como por el fracaso de iniciativas mediáticas pero ineficaces como: la designación de la “Zarina Anticorrupción” y  la Oficina Nacional Anticorrupción (ONA) que fue desactivada y sus  funciones transferidas a la Contraloría General de la República; los escasos resultados de a la Comisión de Alto Nivel Anticorrupción dirigida por el ex Contralor de la Republica. Estas entidades públicas sin funcionarios con poder y recursos suficientes para investigar y sancionar no son eficaces para la labor preventiva y efectiva, en coordinación con la Policía Nacional del Perú,  el Ministerio Público y el Poder Judicial encargados de la investigación, el juzgamiento y sanción de la corrupción. 

La sensación de impunidad, se refuerza entre la población por la falta de sanción efectiva de los funcionarios públicos que violan normas legales y la ética pública. Términos como “blindaje”, “impunidad”, “investigaciones ineficaces”, “otorongo no come otorongo”, “la plata viene sola”, etc. identifican la  percepción ciudadana de desconfianza en la llamada “Lucha Contra la Corrupción” oficial. La ciudadanía desconfía de las autoridades y de las instituciones públicas y esto llega a afectar a servidores y funcionarios públicos así como a las organizaciones y partidos políticos en general, implicados o no en casos de corrupción. 

La población reclama un Estado eficiente y transparente, con funcionarios capaces y decentes, con responsabilidades claras y respuestas satisfactorias para todos y resultados oportunos en las investigaciones de los casos de corrupción. A los medios de comunicación masiva le corresponde realizar una labor de investigación y control sobre los funcionarios públicos. La transparencia en el acceso a la información pública es clave para cumplir con este rol. Es tarea del Gobierno respetar la libertad de prensa y aprobar medidas eficaces y de corto plazo para prevenir, develar y sancionar la corrupción. 

La lucha contra la corrupción es necesaria y exige controlar la indebida influencia  del poder del dinero en el Estado para prevenir la corrupción en áreas críticas como son las compras de bienes y servicios, la contratación y designación de personal y los conflictos de intereses. Los resultados de las investigaciones a las autoridades y entidades especializadas, deben ser oportunos y eficaces y contar con el apoyo  de la prensa para su conocimiento y difusión responsables. La Cooperación Internacional y Organismos mundiales como Transparencia Internacional ayudan a promover la transparencia y mejorar en los índices de país.
Esta situación puede y debe cambiar en una cruzada nacional dirigida por el nuevo Gobierno, para que el Perú llegue a niveles de transparencia como países democráticos y  desarrollados, para ello se requiere de la colaboración de la ciudadanía, los medios de comunicación, las empresas, los partidos políticos y los servidores públicos responsables.

Fuerza Social se compromete a promover la Transparencia como el mejor antídoto para prevenir la corrupción. Promoveremos una cultura ética, transparente y de respeto a la ley en todos los espacios de la sociedad. Declararemos la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción.  Asimismo, ofrecemos un equipo de gente honesta para ocupar los cargos de mayor responsabilidad en la estructura del Estado.
Las principales consecuencias de la corrupción están ligadas al aumento de la pobreza, la elevación del costo de hacer negocios, la restricción de la inversión extranjera, la generación de pérdidas al Estado, el desincentivo a funcionarios honestos y lo que resulta peor, la relativización de la ley.  Por esto, la corrupción socava la fibra íntima del Estado de Derecho y del Sistema Democrático, haciendo imposible la gobernabilidad de un país. 
Nuestra estrategia de lucha anticorrupción girará en torno a  cinco ejes: poner límites al poder político, reducir beneficios económicos derivados de la corrupción, elevar el costo o riesgo de la comisión de actos corruptos, reforzar la sanción jurisdiccional  de los delitos de corrupción a través de la imprescriptibilidad, e incorporar la vigilancia y el control ciudadano como un mecanismo eficaz para identificar, investigar y sancionar los actos de corrupción.  
Se plantearán objetivos claramente definidos, que se consigan a través de un enfoque multidisciplinario (no sólo legal, administrativo o judicial) y un plan de acciones e iniciativas que involucrando al sector público, al sector privado y a la sociedad civil, comprenda las cuatro  dimensiones de esta lucha: la prevención, la represión (o control), la investigación y la sanción.  La estrategia incluirá desterrar la cultura del privilegio, y propiciar políticas que premien el desempeño probo, transparente y responsable de los ciudadanos.  Se promoverá la ética y el ejemplo como normas de conducta pública, desde el más alto hasta el último funcionario público.  

Como parte de este Plan Nacional, Fuerza Social propone las siguientes acciones para el gobierno 2011-2016:
a. Actualizar, modernizar y poner en valor  las normas de lucha contra la corrupción y de promoción de la transparencia para el conjunto de la organización del Estado Peruano involucrando mecanismos efectivos de balances de poder entre las instituciones públicos.
b. Mejorar sustantivamente el rol de las entidades de fiscalización, coordinación de los diversos estamentos del Estado, fortaleciendo su independencia y profesionalización para obtener resultados de las investigaciones.
c. Promover la transparencia, propiciar mejoras sustantivas en la calidad de la información pública disponible en internet, con formas amigables que faciliten el acceso de la ciudadanía.
d. Facilitar la participación de los ciudadanos en los procesos de alerta y vigilancia frente a indicios de corrupción en la gestión pública. Promover y apoyar al funcionariado público alerta frente a indicios de corrupción en la entidad donde trabaja, y protección para ejercer su derecho a la denuncia.
e. Homologar las remuneraciones del personal de carrera del sector público, bajo un mismo sistema escalonado y transparente de remuneraciones único en el sector público, con una graduación que refleje méritos y niveles de responsabilidad. Promoción del ingreso de jóvenes calificados con vocación de servicio a la carrera pública en todos los niveles y poderes del Estado.
1.12 NUESTRAS PROPUESTAS DE FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTI CORRUPCION

a. Fortalecimiento del Sistema Nacional Anticorrupción recuperando la iniciativa y combatiendo este flagelo incluyendo el seguimiento de casos de corrupción del gobierno 2006-2011.Implementación de un sistema administrativo de promoción y recompensas en el sector público con reconocimiento e incentivos de conductas éticas.

b. Fortalecimiento institucional de la Comisión Nacional Anticorrupción (CNA) con representantes calificados del sector público, el sector privado y la sociedad civil, autónoma. Dotación del presupuesto, un claro liderazgo y respaldo político, y las facultades y prerrogativas para investigar y denunciar los actos de corrupción ante las instancias competentes. 

c. Fortalecimiento institucional de la Contraloría General de la República para el  control y fiscalización de las autoridades del Estado en sus tres niveles, nacional, regional y local. Establecer para los tres poderes Ejecutivo, el Congreso de la Republica, y  el Poder Judicial mecanismos  efectivos de control y  sometimiento de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional al control del poder democráticamente establecido. 

d. Reforma del marco legal e institucional, -la Ley de Participación y Control Ciudadanos- para incorporar mecanismos de control y sanción como la revocatoria de autoridades regionales y judiciales; instaurar la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción, la acumulación de penas, la regulación del procedimiento de contumacia, y para asegurar la sanción efectiva de delitos de funcionarios públicos.

e. Integración en el sistema de defensa judicial del Estado, junto con las procuradurías sectoriales, a las procuradurías regionales y municipales, desterrando la dependencia de los procuradores públicos al poder político.

f. Creación de comisiones regionales y municipales anticorrupción, integradas por miembros del sector público, sector privado, sociedad civil articuladas con la Comisión Nacional Anticorrupción;

g. Modificación del procedimiento de control, investigación y sanción de la Comisión de Ética del Congreso de la República para eliminar la impunidad e ineficacia de los dictámenes sancionadores.

h. Reforma del sistema disciplinario policial para determinar la gravedad de las faltas, estableciendo procedimientos rápidos y objetivos, que permitan una efectiva defensa y/o sanción de efectivos vinculados a casos de corrupción.

i. Implementación de los códigos de ética en las instituciones públicas civiles y de las Fuerzas Armadas y PNP, incluyendo a quienes denuncien actos de corrupción, la protección de testigos y la recompensa a quienes colaboren con la justicia.

j. Promoción de convenios de los organismos públicos con entidades especializadas en las Universidades, para acompañar este proceso de lucha contra la corrupción con la formación de nuevos funcionarios públicos con los avances de la modernización informática y cultura de valores.

1.13 LA DEFENSA NACIONAL: INSTITUCIONALIZACIÓN Y MODERNIZACIÓN DE LAS FUERZAS ARMADAS
La seguridad y la defensa nacional es tarea de todos: existe la obligación del Estado de proveerlas y el deber ciudadano de participar activamente en ellas. Existe el concepto equivocado de que las Fuerzas Armadas son las únicas encargadas de hacer efectivas estas garantías de seguridad y defensa nacional, lo cual ha generado un distanciamiento histórico entre civiles y militares. 

La Defensa Nacional es un bien público, cuya organización y puesta en práctica corresponde al Estado a través del Presidente de la República y el Ministerio de Defensa, correspondiendo a los institutos armados – a partir de las políticas generales formuladas por el poder político -  la elaboración de  la doctrina, las hipótesis y la estrategia nacional de la defensa nacional, en la  comprensión  de que ésta debe involucrar a todos los sectores de la población.

Fuerza Social postula una estrategia de defensa nacional  de naturaleza defensiva, que para ser eficaz deberá contar con la suficiente capacidad disuasiva. Esta estrategia está orientada a proteger y preservar la inependencia, soberanía e integridad territorial de la Nación, contará con el presupuesto suficiente para hacerla creible, desde el punto de vista de los equipos e instalaciones militares, y el armamento correspondiente. 

Fuerza social es plenamente consciente que en el mundo actual la primera línea de la defensa es jurídica y diplomática, en función de la prohibición de la agresión y el uso de la fuerza en las relaciones entre los Estados. Para hacer más efectiva esta línea complementaria a la estrategia  defensiva con poder de disuasión, el gobierno de Fuerza Social comprometerá la participación activa del Estado en los diversos foros internacionales, subregionales, regionales y universales, para propiciar el desarme nuclear, la limitación de armamentos convencionales, la prohibición de la amenaza y del uso de la fuerza en las relaciones internacionales, y la compra y uso de armas prohibidas, como las químicas, las biológicas y las de destrucción en masa, el desminado en las  fronteras de los países vecinos y la adhesión permanente a medidas de fomento a la confianza. 

En el cumplimiento de sus funciones, las fuerzas armadas deben contar con el presupuesto necesario para aplicar la citada estrategia defensiva con poder disuasivo, y sus integrantes recibirán la capacitación y especialización que  asegure una formación altamente profesionalizada, coherente y funcional con las hipótesis de la defensa nacional, los valores de una sociedad democrática, y su sujeción al poder legítimamente constituido como expresión del Estado de derecho. 

Las fuerzas armadas cumplen sus funciones en estricto respeto del orden constitucional y de los derechos humanos, y con una conducta sistemática de sujeción al principio de legalidad. 

Fuerza Social, en ejecución de políticas institucionales, modernizará y reformará la Justicia Militar y Policial, la misma que tendrá jurisdicción  exclusivamente para contravenciones y delitos de orden militar. Se impulsará un sistema de administración de justicia militar-policial en dichos tribunales, que tendrán por competencia exclusiva juzgar y sancionar aquellas infracciones  o delitos tipificados, propios de la jurisdicción militar, en las leyes y reglamentos,  y en conformidad con la constitución política de la República.

Fuerza social garantizará a los miembros de las fuerzas armadas y militares, así como a los civiles, el respeto  de sus  derechos fundamentales y el debido proceso legal.
Las Fuerzas Armadas participarán activamente en el sistema nacional de defensa civil, la atención a la población en casos de desastres y, excepcionalmente en proyectos de infraestructura y desarrollo social a nivel local, distrital y provincial, siempre  bajo la dirección y responsabilidad de los  órganos estatales competentes y dentro de un eficaz sistema de rendición de cuentas.  

Fuerza Social propiciará el papel y el despliegue de las fuerzas armadas del Perú en las operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas y la Organización de Estados Americanos, así como en programas de cooperación institucional bilaterales dentro de las normas constitucionales, particularmente en el ámbito limítrofe y sudamericano.  

Teniendo en cuenta que el personal de las fuerzas armadas, al brindar un servicio publico de dedicación exclusiva a la Nación, realiza y cumple sus funciones al margen del mercado de trabajo, Fuerza Social asegurará a sus miembros una remuneración digna y acorde con sus responsabilidades. Al mismo tiempo asegurará una pensión con cédula viva, financiada de manera sustentable con aportes del Estado y del propio personal de las fuerzas armadas. 
� Carlota Pérez (2010). “Dinamismo tecnológico e inclusión social en América Latina: una estrategia de desarrollo productivo basada en los recursos naturales.” Revista de la CEPAL 100 (Abril 123-145).


� El análisis y las propuestas contenidas en ésta sección han sido tomadas, con ligeras modificaciones, del Libro  “Creando Riqueza desde Abajo”, de la Mesa PYME, editado por Iván Mifflin y Fernando Villarán, Setiembre 2009


� Así, en el período 2005-2009, el presupuesto modificado de inversión se elevó en 502% para los gobiernos regionales, mientras en los gobiernos locales aumentó en 438%. Información del Sistema Integrado de Administración Financiera (SIAF), PIM.


� EL RETO de la Infraestructura al 2018, Instituto Peruano de Economía, 2009


� En el 2009 los gobiernos regionales sólo ejecutaron el 56% de su presupuesto de inversión (48% en el 2008), en tanto que los gobiernos locales sólo el 59% (55% en el 2008). El Gobierno nacional, cuyo presupuesto aumentó en menor proporción, ejecutó sólo el 76% de su presupuesto (53% en el 2008).


�Tomado del estudio Decision making in water, sanitation, and health. Banco Mundial y Organización Mundial de la Salud, 2005.


�. Tomadas del Libro: Emergencia en la CTI en el Perú, Villaran, Golup, OEI, Set 2010. 


�. Se ha considerado un PBI de 130 billones (miles de millones) de dólares corrientes, que es la cifra del Banco Mundial para el año 2009 (ver World Development Indicators). 
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